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CAPÍTULO I INTRODUCCIÓN 

 

La amnistía es una de las dos manifestaciones del derecho de gracia que encontramos 

en nuestro país. Se trata de una figura jurídica que va dirigida a un grupo de personas y cuya 

finalidad es la eliminación del delito. A diferencia del indulto, su facultad compete al legislador, 

por lo que es necesario tramitarla mediante ley orgánica y someterla a votación en las Cortes 

Generales.  

Si bien es cierto que la amnistía cuenta con numerosos precedentes en nuestra historia 

jurídica, siendo la más destacada la Ley de Amnistía de 1977 (Ley 46/1977, de 15 de octubre), 

todas ellas tienen en común que han sido aprobadas bajo un marco jurídico preconstitucional.  

En este sentido, y teniendo en cuenta el marco legal actual, la amnistía carece de 

regulación específica a diferencia del indulto. Nuestra constitución no hace mención alguna a 

dicha figura, únicamente establece en su artículo 62.i) que corresponde al Rey el ejercicio del 

derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales.  

Entre la legislación estatal, únicamente la Ley de Enjuiciamiento Criminal prevé, en el 

artículo 666.4º, la amnistía como una de las causas que obligan al sobreseimiento. Sin embargo, 

en lo que se refiere a las diferentes causas eximentes de la responsabilidad penal establecidas 

en el artículo 130.1 del Código Penal, únicamente se recoge el indulto como manifestación del 

derecho de gracia. 

Tanto el indulto como la amnistía supone una intromisión de los Poderes ejecutivos y 

legislativos en el Poder judicial ya que ambas figuras interfieren de manera directa en la 

actividad jurisdiccional correspondiente única y exclusivamente a los jueces. No obstante, la 

injerencia que tiene el indulto respecto de la amnistía en las decisiones judiciales es muy 

distinta. Mientras que el indulto supone la condonación total o parcial de la pena, la amnistía 

declara la inexistencia del hecho delictivo.  

Debido al alcance, la repercusión y las consecuencias que supone la aprobación de una 

amnistía, hasta hace unos meses la gran mayoría de políticos y juristas entendían que esta 

medida de gracia no tenía cabida en nuestra Constitución siendo un tema de debate que apenas 

estaba presente en la sociedad.  

No es hasta los resultados de las elecciones del 23 de julio cuando la amnistía ha sido la 

palabra más repetida entre los políticos y juristas de este país. Y es que, tras conocer los 

resultados, numerosos políticos y juristas han cambiado su opinión respecto de la amnistía 

situándose a favor de esta, creando, de este modo, un debate político, social y jurídico en torno 

a esta medida de gracia.  

El presente trabajo pretende abordar este debate desde la perspectiva de la 

inconstitucionalidad de la figura.  

Para ello, el trabajo se divide en 5 capítulos. Tras esta introducción, en el capítulo 

segundo se enmarca históricamente el derecho de gracia, principalmente en dos etapas, una 

primera preconstitucional anterior a 1978 y una segunda correspondiente al marco jurídico 

actual. El tercer capítulo se dedica al estudio de la amnistía donde expondremos las diferencias 

que existe con el indulto, sus antecedentes históricos y realizaremos un análisis de la ley de 

amnistía de 1978 al ser esta la última ley de carácter político aprobada en nuestro país. El cuarto 
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capítulo se dedica a estudiar los preceptos que se verían vulnerados con la aprobación de esta 

figura seguido del capítulo quinto donde se recogen algunas sentencias dictadas por el Tribunal 

Constitucional y por el Tribunal Supremo que versan sobre la materia. En el sexto capítulo 

realizaremos un breve comentario a la reciente ley de amnistía aprobada en las Cortes Generales 

y que tanto debate ha suscitado. En último lugar, expondré las conclusiones obtenidas tras la 

realización de este trabajo.  

 

CAPÍTULO II EL DERECHO DE GRACIA 

 

I. Concepto 

Si bien es cierto que la Constitución hace referencia al derecho de gracia en varios de 

sus preceptos (artículos 62. i1, 87.32 y 102.33), la realidad es que no existe ninguna definición 

legal ni constitucional sobre la prerrogativa de gracia, por lo que realizaremos una aproximación 

al concepto. 

El Diccionario Panhispánico del Español Jurídico nos proporciona una serie de palabras 

que asocia con el derecho de gracia, como amnistía, indulto y acto de clemencia. Estos tres 

conceptos tienen una raíz común: el perdón, o lo que es lo mismo, la gracia.  

Fliquete Lliso4, realiza un minucioso análisis sobre el concepto de gracia. Este autor nos 

indica que, si bien es cierto que el perdón es la aceptación jurídica acogida en el texto 

constitucional, y la más aceptada en la mayoría de los ordenamientos jurídicos, la gracia como 

concepto no se agota en el perdón. Establece que, conceptualmente hablando, la gracia tiene un 

complejo contenido al referirse tanto al beneficio concedido a un determinado individuo o 

colectivo, como al acto de liberalidad de su otorgamiento, y adjetiva al titular del derecho a 

concederla. 

Mas adelante indica que, si atendemos al concepto de gracia5 como don o perdón, favor 

o benevolencia, debemos partir de que su ejercicio implica una concesión no ordenada en una 

norma o pauta previa, es decir, en un sistema normativo, ya que la gracia tiene como objetico 

la excepción de la norma en un determinado hecho o conducta. Por lo tanto, podemos decir que 

la gracia requiere de varios aspectos, que son: la existencia de dos sujetos denominados 

concedente y beneficiario; un elemento material que hace referencia al objeto de la concesión; 

y, por último, un elemento volitivo, siendo este la determinación del concedente para otorgar el 

beneficio de la gracia. 

 
1 Art. 62 de la CE: “Corresponde al Rey: i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar 

indultos generales”. 
2 Art. 87.3 de la CE: “Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para 

la presentación de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. No 

procederá dicha iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo 

relativo a la prerrogativa de gracia”. 
3  Art. 102.3 de la CE: “La prerrogativa de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente 

artículo”. 
4 FLIQUETE LLISO, E. Fco.: “El indulto: un enfoque jurídico-constitucional”, (Elche, 2015). 
5 La RAE define la palabra gracia como: “3. Don o favor que se hace sin merecimiento particular concesión 

gratuita; 6. Benevolencia y amistad de alguien; 10. Perdón o indulto de pena que concede el poder competente”. 
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Por otro lado, la gracia implica, necesariamente, la previa comisión de una acción 

delictiva que suponga la imposición de un castigo para, posteriormente, poder ser perdonado6. 

Debemos de tener en cuenta que, aunque nuestro ordenamiento jurídico emplee la 

palabra “gracia”7, otros autores utilizan el concepto de la clemencia8. 

Linde Paniagua9 determina que este es el término utilizado para referirse al indulto 

particular, al indulto general y a la amnistía. Del mismo modo, Aguado Redondo 10  hace 

referencia a la institución de la clemencia como amnistía e indulto. 

Por lo tanto, podemos deducir que el derecho de gracia es la facultad que tienen atribuida 

determinados órganos los cuales pueden perdonar la pena impuesta al reo en aplicación de las 

normas mediante el indulto particular, el indulto general o la amnistía. 

 

II. Antecedentes históricos 

1. Primeras manifestaciones del derecho de gracia en la historia de España 

Según García San Martín, “la gracia, la clemencia, el perdón o el indulto, existen desde 

el momento en el que existe el delito11”. 

Es decir, no podemos hablar de la existencia del perdón o indulto antes de la 

institucionalización del delito, debido a que sólo en el instante en el que sucede el contrato 

social y el Estado tipifica una serie de conductas en ilícitas, existe la capacidad de este de 

perdonar, condonar o indultar la pena12. 

Siguiendo a Herrero Bernabé 13 , la Gracia del Indulto encuentra sus raíces en las 

sociedades primitivas, donde la venganza se establecía a modo de justicia, ya sea de manera 

individual o familiar. En las sociedades más avanzadas, la venganza privada se transforma en 

 
6 “La gracia implica la existencia de un castigo y, asimismo, la de la autoridad. La gracia queda configurada 

como la secuencia última de un proceso –de un engranaje– en el que se han admitido y se han dado por válidas, 

como presupuesto, en un buen número de condiciones, que atienden no sólo a la justificación de la autoridad, ya 

sea para imponer, ya para perdonar castigos, sino también a la justificación del castigo mismo que, por mor de 

la acción de la autoridad política –poder ejecutivo–, es susceptible de quedar sin efecto” BUENO OCHOA, L., 

“Elogio y refutación del indulto: estudio sobre la gracia del indulto y su regulación en el ordenamiento jurídico 

español”, Volumen 1, Colección Derecho, Ediciones Fiec, 2007, pág. 22. Cit. en HERRERO BERNABÉ, I., ““El 

Derecho de Gracia: Indultos”, Tesis Doctoral, UNED, Madrid, 2012, p. 119. 
7 “La “gracia” y la “clemencia” son, ciertamente, sinónimos, pero es preferible emplear el vocablo gracia, ya 

que es el que cuenta con más raigambre en nuestro ordenamiento jurídico”. BUENO OCHOA, Luis. “Elogio y 

refutación del indulto estudio sobre la gracia del indulto y su regulación en el ordenamiento jurídico español”, Fiec 

(Madrid, 2007), p. 22. 
8 El Diccionario Panhispánico del Español Jurídico define el acto de clemencia como “acto del jefe de Estado o 

del órgano legislativo en el que por razones políticas o de conveniencia se desaplica, de manera individual o 

colectiva, la ley penal a sus infractores”. 
9 LINDE PANIAGUA, Enrique. “Amnistía e Indulto en España”, Tucar Ediciones (Madrid, 1976), p. 13. 
10 “La Constitución española no contiene alusión alguna, directa o indirecta, a la prescripción, ni en materia penal 

ni en ninguna otra, pero sí contiene en cambio alusiones especificas a la gracia en su versión concreta del indulto, 

de donde se deduce, por interpretación, el régimen de la amnistía, que tampoco es específicamente aludida” 

AGUADO RENEDO, C., “La clemencia vinculada por el Derecho”, Revista de Derecho Político, núm. 74, (2009), 

pág. 335 
11 García San Martín, J., “El control jurisdiccional del indulto particular” (Las Palmas de Gran Canaria, 2006), p. 

20. Cit. en Oliva Privat. J., “El indulto y el perdón judicial” (Barcelona, 2017), p. 20. 
12 OLIVA PRIVAT, Op. cit., p. 20. 
13 HERRERO BERNABÉ, Ireneo. “Antecedentes históricos del Indulto”, (2012) Revista de Derecho UNED, Núm. 

10, p. 687 y ss. 
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venganza pública, la clemencia impone la gracia y se instituye como derecho el perdón, bien 

por instinto, bien por previsión se inclinan a redimir al reo de una sentencia cruel. 

En España, el lugar de origen del derecho de gracia lo encontramos en el Liber 

Iudicorum14. Se trata de un texto aplicable en todo el Reino Visigodo y que incorporaba otras 

legislaciones como el Codex Revisus (Leovigildo 572-586), disposiciones de Recaredo (559-

601) y sucesores de este15. Del Liber Iudicorum podemos destacar dos partidas.  

La Partida VII disponía que el indulto era una facultad que pertenecía, no sólo al 

Monarca, sino también a nobles y señores. Asimismo, la “clemencia” se dividía en clemencia 

particular y clemencia general. Los efectos eran diferentes dependiendo de si el perdón se 

otorgaba a sujetos cuyo juicio todavía no se había producido o, por el contrario, el otorgado a 

aquellos sujetos ya condenados por un delito concreto. Además, se establecía la limitación de 

no poder conceder el indulto en los supuestos en los que concurriere perjuicio a terceros, 

traición o alevosía.  

Por su parte, la Partida II establecía la necesidad de tener en cuenta el derecho que 

tuvieren sobre el delincuente indultados los ciudadanos que hubiesen interpuesto querella 

contra el mismo. Este apartado funciona como otra limitación a la potestad que tenía el Rey de 

condonar la pena a un delincuente.  

 

2. El derecho de gracia en el constitucionalismo histórico español 

Antes de entrar a analizar la prerrogativa de gracia en la actualidad, es conveniente 

realizar un pequeño resumen sobre la evolución que ha tenido el derecho de gracia en nuestra 

etapa constitucional. Para ello, seguiremos el análisis que realiza el autor Juan Luis Requejo 

Pagés16. 

 

2.1 La Constitución de Cádiz 

Aunque la Constitución de Bayona de 180817 hace referencia al derecho de perdonar, 

tomaremos como referencia para indicar el arranque de la etapa constitucionalista en España la 

Constitución de 181218. 

 
14 “Para determinados delitos (crimine) el príncipe puede en misericordia indultar (culpa omittere) al delincuente, 

para lo cual también se debería tomar en consideración el beneplácito del brazo eclesiástico”. Además, en este 

texto legal, se observa cómo se establece un límite a la facultad que ostenta el príncipe: “la facultad del príncipe 

no es puramente discrecional, pues él deberá tener en cuenta para denegar ciertas licencias un cierto sentir 

jurídico para conceder o, en su caso, denegar el indulto (pro-causa autem gentis et patriae huismodi licentiam 

denegamus)”. 
15 OLIVA PRIVAT, Op. cit., p. 20. 
16  REQUEJO PAGÉS, J. L.: “Amnistía e Indulto en el Constitucionalismo Histórico Español”, en Historia 

Constitucional: Revista Electrónica de Historia Constitucional, 2, 2001. Pp. 85-100. 
17 Su artículo 12 establece que “el derecho de perdonar pertenecerá solamente al Rey y lo ejercerá oyendo al 

Ministro de Justicia, en consejo privado compuesto de los ministros, de dos senadores, de dos consejeros de Estado 

y de dos individuos del Consejo Real”.  
18 Las Cortes de Cádiz supusieron “la etapa originaria, por antonomasia, del constitucionalismo español” VARELA 

SUANZES, J., “La Teoría del Estado en los orígenes del constitucionalismo hispánico (Las Cortes de Cádiz)”, 

Madrid, 1983. P. 2. 
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Una de las principales preocupaciones de los diputados de las Cortes de Cádiz fue poner 

límite al ejercicio de la gracia, ya que eran conscientes de su potencial alcance, de su peligro y 

de los continuos abusos que se han ido dando tradicionalmente19 en la utilización de dicha 

institución. Es por ello por lo que el artículo 171.13 de la Constitución atribuía al rey “como 

principal facultad” la de “indultar a los delincuentes, con arreglo a las leyes”.  

 

2.2 Del Estatuto Real al proyecto de 1856 

El Estatuto Real de 10 de abril de 1834 omite cualquier alusión respecto de la necesidad 

que tenía el Rey de conceder los indultos conforme a las leyes20, si bien en los artículos 12 y 32 

se observa que el ejercicio seguía siendo del Rey. 

Tanto la Constitución de 183721 como la Constitución de 184522 reproducen punto por 

punto la fórmula utilizada en la Constitución de Cádiz, con la diferencia de que el indulto se 

califica como prerrogativa en vez de como facultad.     

La Constitución “nonata” de 185623 introduce dos importantes modificaciones respecto 

al indulto. En primer lugar, proscribe la concesión de indultos generales y, en segundo lugar, 

establece un procedimiento especial mediante el cual es necesaria la solicitud de uno de los 

Cuerpos colegisladores cuando el indultado es un Ministro a quien las Cortes le haya exigido 

responsabilidad. Como sabemos, la constitución acabará fracasando a las pocas semanas, 

restaurándose, de este modo el texto constitucional de 1845 con algún matiz respecto de la 

prerrogativa de gracia.  

El Acta Adicional a la Constitución de 1845, de 15 de septiembre de 1856, en su artículo 

9 establecía que “además de los casos enumerados en el art. 46 de la Constitución, el Rey 

necesitará actuar autorizado por una ley especial: 1º Para conceder indultos generales y 

amnistías”. 

Esto sería, sin lugar a duda, una gran novedad respecto de la tradición, ya que por 

primera vez se pone límite a la amnistía y al indulto general, reconduciéndolos en su ejercicio 

a la voluntad del Parlamento. Sin embargo, debido a la singularidad política del momento, el 

Acta Adicional sería derogada por el Real Decreto de 14 de noviembre de 1856, mediante el 

cual se ordena que sólo rija lo establecido en la Constitución de 1845. 

 

2.3 La Constitución de 1869 y la Ley del Indulto 

 
19 Para algunos diputados como Villanueva o Argüelles “hay más de costumbre que de ley” en la institución. Vid. 

Diario de Sesiones de las Cortes Generales y Extraordinarias de 15 de octubre de 1811. P. 2085. 
20 Linde Paniagua, E., “Amnistía e Indulto en España”, Madrid, 1976. P. 38. 
21 Artículo 47.3: “Además de las prerrogativas que la Constitución señala al Rey, le corresponde (…) 3º Indultar 

a los delincuentes con arreglo a las leyes”. 
22 Artículo 45.3: “Además de las prerrogativas que la Constitución señala al Rey, le corresponde (…) 3º Indultar 

a los delincuentes con arreglo a las leyes”. 
23 Artículo 52.10: “Además de las prerrogativas que la Constitución señala al Rey, le corresponde (…) 10º Indultar 

a los delincuentes con arreglo a las leyes, sin que pueda conceder indultos generales”. El párrafo segundo del 

inciso de referencia añadía que “Tampoco podrán indultar a ningún ministro a quien se haya exigido la 

responsabilidad por las Cortes, sin la petición de uno de los Cuerpos Colegisladores”. 
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La Constitución de 1869 sigue manteniendo la exigencia de conceder los indultos 

conforme a las leyes24, salvo lo dispuesto a los Ministros25. Además, establece la necesidad de 

una autorización previa mediante ley especial26 para que el Rey pudiera otorgar amnistías e 

indultos generales.  

Será, a partir de este momento, cuando se inicie el proceso de elaboración de una ley 

específica destinada a la regulación del indulto particular dando lugar a la Ley de 18 de junio 

de 1870 estableciendo reglas para el ejercicio de la gracia del indulto. Una ley (que actualmente 

sigue en vigor y que analizaremos más adelante) marcada por el difícil y amplio debate que 

generó al tramitarse de manera paralela junto a otros proyectos de ley que versaban sobre 

materias diferentes. 

 

2.4 La Restauración y la Segunda República 

La Constitución de 1876 se mantuvo en vigor hasta 1923, dando lugar al periodo más 

largo de nuestro constitucionalismo. Haría suya la Ley de 1870, pero limitándose a reproducir, 

una vez más, la fórmula de las que le precedieron. El precepto no fue objeto de debate quedando 

sometida la ordenación del indulto al régimen definido en 1870, con una sola salvedad, y es que 

se añadía un nuevo límite a la prácticamente ilimitada facultad de indultar, recogida en la Ley 

de 26 de junio de 1890, por la que se modifica la ley electoral para Diputados a las Cortes27.  

La Segunda República supone un nuevo intento de instaurar un régimen liberal 

democrático, dando lugar a la Constitución de 1931. Este texto constitucional ensayará una 

fórmula inédita hasta el momento. El artículo 102 establecía: 

“Las amnistías sólo podrán ser acordadas por el Parlamento. No se concederán 

indultos generales. El Tribunal Supremo otorgará los individuales a propuesta del 

sentenciador, del Fiscal, de la Junta de Prisiones o a petición de parte. En los delitos de 

extrema gravedad podrá indultar el Presidente de la República, previo informe del Tribunal 

Supremo y a propuesta del Gobierno responsable”. 

 
24 Artículo 73: “Además de las facultades necesarias para el ejercicio de las leyes que corresponde al Rey (…) 6º 

Indultar a los delincuentes con arreglo a las leyes, salvo lo dispuesto relativamente a los Ministros”.  
25 Con esto, el indulto no se prohíbe de manera absoluta, sólo supone una limitación respecto de la concesión de 

indultos a Ministros sometiendo a la condición de que lo solicite alguna de las Cámaras (art. 90). Debemos de 

tener en cuenta que a tenor de lo establecido en el art. 89, los Ministros “son responsables ante las Cortes de los 

delitos que comentan en el ejercicio que han sido acusados por el Congreso y Juzgados por el Senado, por delitos 

cometidos en el ejercicio de sus funciones. Al Congreso corresponde acusarlos y al Senado Juzgarlos. Las leyes 

determinarán los casos de responsabilidad de los Ministros, las penas a que estén sujetos u el modo de proceder 

contra ellos”. 
26 Artículo 74.5: “El Rey necesita estar autorizado por una ley especial: (…) 5º Para conceder amnistías e indultos 

generales”. 
27 El artículo 106 de la Ley disponía lo siguiente: “no se dará curso por el Ministerio de Gracia y Justicia ni se 

informará por los Tribunales ni por el Consejo de Estado solicitud alguna de indulto en causa por delitos 

electorales sin que conste previamente que los solicitantes han cumplido por lo menos la mitad del tiempo de su 

condena en las penas personales y satisfecho la totalidad de las pecuniarias y costas. Las Autoridades y los 

individuos de Corporación, de cualquier orden o jerarquía, que infringiesen esta disposición, dando lugar a que 

se ponga a la resolución del Rey la solicitud de gracia, incurrirán en la responsabilidad establecida en el art. 369 

del Código Penal. De toda concesión de indulto dará conocimiento el Gobierno a la Junta Central del Censo”. 
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En primer lugar, la naturaleza legislativa de la amnistía queda concebida como una 

“derogación virtual de la ley misma”28. Para Jiménez de Asúa, se trata de una institución 

reservada preferentemente para “los asuntos políticos de interés general”29, lo que supone una 

diferencia sustancial con los indultos generales, expresamente prohibidos, suscitando en las 

Cortes un debate que entronca directamente con los de 1812 y 1869. 

En segundo lugar, se prohíben los indultos generales. En contra de esta restricción se 

manifestó, entre otros, el Diputado Tapia, calificándola como “el único renglón cruel contenido 

en la constitución”30. A favor, y con argumentos que acabaron por imponerse, se manifestó el 

Diputado Jiménez de Asúa31. No obstante, y a pesar de estar a favor de la prohibición del indulto 

general, Jiménez de Asúa32 no se opuso a la constitucionalización del indulto particular, el cual 

acabaría judicializado casi por completo.  

En tercer lugar, y siendo lo más destacado del texto constitucional, nos encontramos con 

el intento de judicializar en la medida de lo posible el ejercicio del derecho de gracia, 

atribuyendo su titularidad al Tribunal Supremo y legitimando para su solicitud al Tribunal 

sentenciador, al Fiscal y a la Junta de prisiones, además de a la propia parte.  

En último lugar, cabe destacar el mantenimiento del indulto para los delitos de extrema 

gravedad, es decir, la pena capital, por razones humanitarias, políticas y sociales33. La concesión 

de dicho indulto recaía en manos del Presidente de la República requiriendo, al menos, el 

informe del Tribunal Supremo y previa propuesta del Gobierno responsable.  

 

2.5 La Dictadura franquista 

Durante este periodo queda excluida la discusión y se exige obediencia, aprobándose un 

conjunto de normas legales, denominadas Leyes Fundamentales del Reino, cuyo fin era el de 

regular el régimen político del Estado Español. 

Respecto del derecho de gracia no hubo debate alguno. Mediante el Decreto de 22 de 

abril de 1938 se restableció la vigencia de la Ley de 18 de junio de 1870 pero con ciertos matices 

como el de excluir la necesidad del informe del Consejo de Estado y que el indulto fuera 

otorgado conforme a las leyes. La competencia recaía exclusivamente en el Jefe del Estado.  

 

III. El derecho de gracia en la Constitución de 1978. La Ley de 18 de junio de 1879 y sus 

modificaciones 

1. La Constitución de 1978  

 
28 PÉREZ SERRANO, N.: “La Constitución Española (9 diciembre 1931). Antecedentes, Textos, Comentarios”, 

Madrid, 1932. P. 301. 
29 Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes de la República Española, núm. 76, pág. 2430. Sesión de 18 de 

noviembre de 1931. 
30 Vid. Diario de Sesiones, pág. 2428, loc. ult. cit. 
31 Diario de Sesiones, loc. ult. cit. 
32 Diario de Sesiones, loc. ult. cit. 
33 Diputado del Rio, Diario de Sesiones, pág. 2426. 
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Tras haber estudiado los precedentes constitucionales del derecho de gracia en España, 

vamos a analizar la Constitución vigente de 1978 al ser el régimen jurídico que actualmente 

regula la gracia. 

La Constitución hace referencia en tres de sus artículos a la institución de la clemencia 

con diferente denominación: derecho de gracia en el artículo 62.i, prerrogativa de gracia en el 

artículo 87.3 y prerrogativa real de gracia en el artículo 102.3. El primero de ellos establece 

los caracteres básicos de la institución del indulto y los dos siguientes fijan las limitaciones en 

la concesión del indulto34. 

Para la elaboración del primer precepto, el debate parlamentario fue breve 35  en 

comparación con los realizados en 1812, 1869 o 1931. El Anteproyecto de Constitución que se 

publicó establecía en el artículo 54.h “Corresponde al Rey: (…) h) Ejercer el derecho de gracia 

con arreglo a la ley”. Al citado texto tan solo se formuló un voto particular36 y una enmienda, 

la número 503, presentada por el Grupo Mixto, cuya redacción decía: “Corresponde al Rey, 

con arreglo a la Constitución y a las leyes: (…) j) Conceder indultos particulares a propuesta 

del Presidente del Tribunal Supremo”, claramente encaminada con lo establecido en la 

Constitución de 1931. 

La enmienda presentada por el Grupo Mixto tenía como propósito ordenar las funciones 

del Rey y judicializar los indultos particulares, pero excluyendo los generales. La decisión de 

la ponencia fue no aceptar en su integridad la enmienda, pero sí su sustancia, agregando al texto 

originario la prohibición de indultos generales. Dicha decisión no suscitó discrepancia alguna, 

sólo hubo una intervención, la del diputado Martín Oviedo, en la que, tras manifestar su 

conformidad con la prohibición de los indultos generales, estimaba que la redacción del artículo 

no era lo suficientemente clarificadora.  

Aprobada la enmienda y, quedando la redacción del artículo 57.i (antes 54.h) de la 

siguiente manera: “Corresponde al Rey: (…) i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la 

ley, la que no podrá autorizar indultos generales”, pasó sin debate alguno al Pleno del 

Congreso recibiendo 257 votos favorables y 2 abstenciones. Posteriormente, el Proyecto de 

Constitución pasó al Senado. Se formularon dos enmiendas, la primera (núm. 492) firmada por 

L. M Xirinacs i Damians37 del Grupo Mixto del Senado que decía: “Corresponde al Presidente 

de la confederación: (…) i) Ejercer el derecho de gracia de acuerdo con la ley”; y la segunda 

presentada por el Grupo Socialista (núm. 1058) y que, únicamente, pretendía suprimir la palabra 

“la” quedando redactado: “Corresponde al Rey: (…) i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo 

a la ley, que no podrá autorizar indultos generales”. 

El Pleno del Senado aprobó el artículo 61.i conforme a la redacción presentada por el 

Grupo Socialista tras ser aprobada, previamente, por la Comisión sin debate alguno.  

 
34 LINDE PANIAGUA, E.: “Amnistía e indulto en la constitución española de 1978”, en Revista de Derecho 

Político, 2, 1979. Pp. 61-69.  
35 La Ponencia Constitucional fue creada por acuerdo en el Congreso el 27 de julio de 1977 finalizando sus trabajos 

preliminares a finales de diciembre de 1977, publicándose en el Boletín oficial de las Cortes el 5 de enero. 
36  El voto particular lo formuló el Grupo Parlamentario Socialista, que, frente a la redacción de la Ponencia, 

proponía que el apartado h) dijera: “Ejercer el derecho de gracia”. 
37 El Senador Xirinacs retiró la enmienda sin defenderla previamente (Diario de Sesiones del Senado, núm. 47, 

Comisión de Constitución, sesión núm. 9, de 31 de agosto de 1978, pág. 2159) 
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Por último, el citado artículo pasó al texto elaborado por la Comisión Mixta 38  sin 

modificación laguna, y con el número 62.i para ser aprobado definitivamente el 31 de diciembre 

de 1978 por los Plenos de ambas cámaras y el 6 de diciembre del mismo año refrendado por el 

pueblo español 

Respecto de los dos preceptos restantes, ninguno de los dos sufrió modificación alguna 

a lo largo del proceso de elaboración de la Constitución. El artículo 87.339 recoge la prohibición 

de utilizar la iniciativa popular para presentar proposiciones de ley “en lo relativo a la 

prerrogativa de gracia”. Por su parte, el artículo 102.3 establece la limitación de la no aplicación 

de la "prerrogativa real de gracia” ni al Presidente ni demás miembros del Gobierno en caso de 

que incurra en responsabilidad criminal. 

 

2. Ley de indultos de 1870 

En la actualidad, la ley que establece las reglas para el ejercicio del indulto es la Ley de 

18 de junio de 1870, pero con alguna modificación.  

Tras la aprobación de la Constitución de 1978 no se prestó más atención al ejercicio del 

Derecho de gracia. Tuvieron que pasar DIEZ años para que las Cortes debatieran, sin mucha 

atención, sobre la prerrogativa. El pretexto fue la proposición de ley presentada por el CDS para 

modificar la Ley de 1870. 

El CDS pretendía agilizar la tramitación de las solicitudes del indulto cursadas según lo 

establecido en el artículo 2 párrafo segundo del Código Penal introduciendo en la ley una norma 

(finalmente art. 28) que dispusiera lo siguiente: “Los expedientes que se formen al amparo del 

párrafo segundo del artículo 2º del Código Penal, se tramitarán en turno preferente cuando 

los informes del Ministerio Fiscal, y del Establecimiento Penitenciario y perjudicado, en su 

caso, no se opusieran a la propuesta del tribunal”. 

Dicha proposición fue aceptada sin debate alguno. Tal es así que la proposición de 

reforma no fue aprobada por el Pleno, sino en Comisión ex art. 75.2 de la Constitución. 

Únicamente, en el trámite de toma de consideración, el representante del Partido Liberal, Bravo 

De Laguna, se llegó a preguntar “si no sería conveniente analizar en profundidad la figura 

misma del indulto, la posibilidad de que la decisión última sobre el indulto recaiga en el 

Gobierno (…)”40. 

Lo cierto es que el CDS había vislumbrado la posibilidad de modificar sustancialmente 

el derecho de gracia mediante la traslación de la titularidad de su ejercicio41. Sin embargo, 

conscientes de sus posibilidades, el Grupo proponente se daba por satisfecho si se abordaba el 

“simple problema de tramitación preferente” del que termina siendo el art. 28 de la Ley de 1870. 

 
38 B.O.C número 179 de 28 de octubre de 1978. 
39 Aunque no sufrió modificación alguna, cabe destacar que fueron varias las enmiendas presentadas, sin éxito 

alguno, pidiendo la supresión de las limitaciones que al ejercicio de la iniciativa popular contenía dicho artículo. 

(Grupo Mixto, núm. 525; Diputado Carro, núm. 2; y UCD, núm. 779).  
40 Diario de Sesiones, núm. 56, pág. 3319. 
41 Dicha posibilidad de reforma queda expuesta en la última parte de la intervención del Diputado Buil Giral en la 

que coteja las ventajas e inconveniente de un modelo judicial de indulto. Vid. Diario de Sesiones, núm. 56, pág. 

3317. 
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Lo que parecía ser el fin de una pequeña reforma, terminaría siendo “una regresión a 

un modelo superado con la Revolución de 1868 y al que ni siquiera el franquismo pudo 

retrotraernos”42. 

La intervención realizada por el Diputado Jover Presa declarando que la naturaleza de 

la institución defendida por el Grupo Socialista no era otra que la propia del absolutismo se 

tradujo en la presentación de diversas enmiendas. De entre las que se presentaron, destaca la 

núm. 6, apoyada por los socialistas.  

La motivación de la propuesta era la “Adaptación de terminología” mediante la cual se 

pretendía sustituir los términos “Decreto motivado y acordado en Consejo de Ministros” por 

“Real Decreto” y “Gaceta” por “Boletín Oficial del Estado”.  

La iniciativa fue aprobada sin discusión dando lugar a una completa alteración del 

régimen disciplinado en la Ley de 1870 al terminar con casi 120 años de indultos motivados.  

Desde entonces, no ha habido debate alguno en las Cortes acerca de la prerrogativa de 

gracia. 

 

CAPÍTULO III LA AMNISTÍA 

 

I. Concepto jurídico-material 

1. Definición y clases 

Etimológicamente hablando, la palabra amnistía deriva del griego “amnestía”, cuyo 

significado es “olvido”. Dicha noción es adoptada de manera relativa por la Real Academia 

Española de la Lengua definiéndola como “perdón de cierto tipo de delitos, que extingue la 

responsabilidad de sus autores”. Como vemos, la propia palabra nos indica, de cierto modo, su 

acepción.  

Mapelli Caffarena43 define la amnistía como “una declaración general y abstracta, 

basada en razones políticas excepcionales, por medio de la cual el poder público renuncia a 

seguir puniendo determinadas conductas y extingue todos sus efectos en el ámbito penal”. 

Por su parte, el Tribunal Constitucional44 la define como “una operación jurídica que, 

fundamentándose en un ideal de justicia (STC 63/1983), pretende eliminar, en el presente, las 

consecuencias de la aplicación de una determinada normativa -en sentido amplio- que se 

rechaza hoy por contraria a los principios inspiradores de un nuevo orden político”. 

La amnistía encuentra su fundamento en la utilidad o el beneficio que puede llegar a 

tener en la sociedad el olvido de unos acontecimientos sancionables por la ley y que supone la 

renuncia de la acción punitiva por parte del Estado sobre los autores. Con su implementación 

 
42 REQUEJO PAGÉS, J. L. Op. cit. pág. 105. 
43 MAPELLI CAFFARENA, B. “Las consecuencias jurídicas del delito” 4ª ed., Madrid: Thomson/Cívitas, 2005, 

Pág. 378.  
44 STC 147/1986, de 25 de noviembre de 1986. Pág. 9. 
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se derogan todos los antecedentes penales y diferentes procesos judiciales iniciados sin que se 

pueda incoar ningún otro.  

Aunque tradicionalmente las amnistías han sido concedidas con motivo de 

acontecimientos nacionales, celebraciones de efímeres reales o victorias militares, es en 

periodos de transición política o cambio de régimen donde más se ha llegado a utilizar por ser 

la “forma más rápida de normalización y pacificación social y, también, la más simbólica de 

rechazo y negación al modelo político precedente”45. Puede abarcar toda clase de delitos y de 

penas aplicándose, en mayor medida, a los llamados delitos políticos.  

Siguiendo al autor Mapelli Caffarena 46 , las amnistías pueden clasificarse según el 

carácter retroactivo de la misma. De este modo, la amnistía será propia cuando no sea de 

aplicación retroactiva. Por el contrario, la amnistía será impropia cuando se aplique de manera 

retroactiva, extendiendo sus efectos sobre acciones ya condenadas.  

Además, Mapelli Caffarrena realiza un inciso en la clasificación de la amnistía 

añadiendo que, si tomamos como referencia la tradición española de la misma, podemos 

establecer otra distinción atendiendo al tipo del perdón. Si el efecto de esta es el perdón del 

delito estaremos ante el concepto clásico de amnistía, mientras que si el efecto es el perdón o 

conmutación de la pena47 estaremos ante el concepto del indulto. 

 

II. Diferenciación con el indulto  

A pesar de que el indulto y la amnistía pertenecen a la institución del derecho de gracia 

y comparten una misma finalidad como es la extinción de la responsabilidad penal48 - no de 

forma exclusiva- son varias las diferencias49 que podemos identificar. 

 

1. Efectos 

Aunque la finalidad de ambas figuras sea la misma sus efectos son muy diferentes. El 

indulto se limita a perdonar, de forma parcial o total, la pena impuesta50 al sujeto o sustituirla 

por otra de menor gravedad. Sólo produce efectos en lo referido a las penas impuestas por 

 
45 MAPELLI CAFFARENA, B. Op. cit. Pág. 378. 
46 MAPELLI CAFFARENA, B. Op. cit. Pág. 378. 
47 Como ejemplo tenemos las amnistías promulgadas por Fernando VII en el que sustituía la horca por el garrote 

o la amnistía de 23 de diciembre de 1916 que remplaza la cadena perpetua por extrañamiento. 
48 El Código Penal de 1973, en su art. 112 se establecía que: “La responsabilidad penal se extingue: (…) 3. Por 

amnistía, la cual extingue por completo la pena y todos sus efectos”. Sin embargo, siguiendo la directriz marcada 

por el Proyecto de 1980 y de la Propuesta de 1983, el Código Penal de 1995 elimina la amnistía como causa de 

extinción de la responsabilidad criminal. 
49 Las diferencias citadas aparecen en RUIZ BURSÓN, Fco. J.: “Es constitucional una ley de amnistía? Estado 

actual de la cuestión: argumentos a favor y en contra”, en Corts Anuari de Dret Parlamentari, núm. 37, diciembre 

2023. Págs. 90-92; HERRERO BERNABÉ, I. “El derecho de gracia: Indultos”, Tesis Doctoral, 2012. Págs. 154-

157; REQUEJO PAGÉS, J. L. Op. cit. Págs. 82-84; DÍEZ RIPOLLÉS, J. L.: “La amnistía en nuestro ordenamiento 

jurídico” en La amnistía en España: Constitución y Estado de Derecho (Aragón, M., Gimbernat, E., Ruiz Robledo, 

A.), Colex, 2024. Págs. 69-73; GIMBERNAT ORDEIG, E.: “Indultos generales y amnistía” en La amnistía en 

España: Constitución y Estado de Derecho (Aragón, M., Gimbernat, E., Ruiz Robledo, A.), Colex, 2024. Págs. 

75-78. 
50 Artículo 4 de la Ley de indultos de 18 de junio de 1870. 
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sentencia firme sin eliminar sus consecuencias (antecedentes penales, penas accesorias, 

responsabilidad civil).  

Por su parte, la amnistía supone la desaparición del acto delictivo51 que recae sobre el 

acusado. Siguiendo al Tribunal Constitucional, es una “derogación retroactiva de la norma”52, 

la acción criminal se entiende por no cometida, extinguiendo por completo la pena y sus 

consecuencias, a excepción de la responsabilidad civil (ésta deberá ser exigida de acuerdo con 

lo estipulado en el Código Civil). A diferencia de los indultos, la amnistía puede llegar a 

alcanzar procesos judiciales ya iniciados o causas pendientes de incoación. 

 

2. Poder público que las ejercita 

Los indultos corresponden al ejecutivo, por lo que serán concedidos mediante Real 

Decreto del Consejo de Ministros53, mientras que la amnistía es competencia del legislativo. 

Aunque tradicionalmente, se han concedido amnistías tanto por Decreto como por Ley, ésta 

debe ser aprobada mediante una Ley Orgánica.  

Para Gimbernat Ordeig54 esta diferencia no es definitiva. Expone que, si la Constitución 

de 1978 no hubiera prohibido los indultos generales, estos deberían formalizarse mediante Ley 

Orgánica aprobada por el parlamento en vez de Reales Decretos. Esto se debe a que la Ley de 

1870 únicamente hace referencia a los indultos particulares. De este modo, los indultos 

generales y la amnistía corresponderían al poder legislativo.  

 

3. Destinatarios 

El indulto particular beneficia únicamente a individuos concretos condenados por 

sentencia firme, nunca a pluralidad de acusados.  

La amnistía va dirigida a beneficiar a un determinado colectivo de la sociedad que hayan 

cometido uno o varios delitos en un periodo de tiempo determinado, estuvieran o no con 

sentencia firme.  

 

4. Control jurisdiccional  

El control jurisdiccional juega un papel muy importante a la hora de salvaguardar el 

Estado de Derecho y los principios fundamentales del mismo, por lo que ambas figuras están 

sometidas a control jurisdiccional mediante procedimientos diferentes. 

 
51 Artículo 6 de la Ley 46/1977 de 15 de octubre. 
52 STC 147/1986, de 25 de noviembre de 1986. Pág. 9. 
53 Artículo 3 de la Ley 1/1988, de 14 de enero, pro la que se modifica la Ley de 18 de junio de 1870, estableciendo 

reglas para el ejercicio de la Gracia de Indulto. 
54 GIMBERNAT ORDEIG, E. Op. cit. 
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Como hemos mencionado anteriormente, el indulto55 es una actuación individual y 

excepcional del Gobierno de carácter discrecional56, pero no por eso queda excluido del control 

jurisdiccional57 limitando ese control judicial a los aspectos formales58. Es más, la propia Ley 

del indulto59 recoge su regulación legal. En la exposición de motivos se precisa de forma clara 

y detallada el alcance de este. Además, se subraya la importancia que deben de tener los hechos 

y circunstancias del caso concreto, debiendo estar plenamente motivados. Dicha motivación 

debe contemplar las consecuencias producidas bajo los aspectos de justicia, equidad y 

conveniencia social. El control jurisdiccional del indulto le corresponde a la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo60. 

Caso distinto es el control jurisdiccional al que estaría sometida la amnistía. Al estar 

regulada mediante ley orgánica, su control jurídico corresponde únicamente al Tribunal 

Constitucional y, eventualmente, al Tribunal de Justicia de la Unión Europea61 (TJUE).  

Como bien es sabido, el Tribunal Constitucional es el intérprete supremo 62  de la 

Constitución y es independiente de los demás órganos constitucionales del Estado. Está 

sometido única y exclusivamente a la Constitución y a la LOTC, siendo único en su orden y 

extendiendo su jurisdicción a todo el territorio nacional.  

Dentro de sus competencias encontramos el recurso y la cuestión de 

inconstitucionalidad contra leyes, disposiciones normativas o actos con fuerza de ley del Estado 

y de las Comunidades Autónomas. Por lo tanto, el control judicial respecto de la amnistía se 

 
55 Para saber más acerca del control jurisdiccional de los indultos vid. FERNÁNDEZ, T. R.: “Sobre el control 

jurisdiccional de los Decretos de Indulto” en Revista de Administración Pública, N.º 194, mayo-agosto, 2014. 

Págs. 209-225. 
56 “El indulto implica el ejercicio del derecho de gracia constitucionalmente reconocido, mediante una actuación 

individual y excepcional del Gobierno, reunido en Consejo de Ministros, no encuadrable en la antigua categoría 

legal de los actos políticos, y que, pese a su no consideración como acto administrativo, tiene como núcleo esencial 

y ratio assendi, su carácter discrecional”. STS de la Sala Contencioso-Administrativo de 20 de noviembre de 

2013, sobre el control jurisdiccional del indulto. 
57 La STS 166/2001 de 11 de diciembre de 2012 señala que “El indulto, strictu sensu, no es un acto administrativo, 

ni menos un acto cuasi-reglado … pues el ejercicio del derecho de gracia constituye una facultad potestativa no 

susceptible de ser combatida ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, salvo cuando se incumplan los 

trámites establecidos para su adopción”. 
58 La STS de 29 de mayo de 2013 (RC 441/2012) señala que “(…) a la hora de delimitar el alcance del control 

jurisdiccional contencioso administrativo de los acuerdos de indulto, que se encuentra limitado a los aspectos 

formales de su elaboración, esto es, a los aspectos reglados del procedimiento, concretamente, a si se han 

solicitado los informes preceptivos y no vinculantes que la Ley 1/1988 establece, sin extenderse a defectos de 

motivación ni, por supuesto, a la valoración de los requisitos de carácter sustantivo”. Del mismo modo la SSTS 

de 20 de febrero y 9 de mayo de 2013, RRCC 165 y 481 de 2012 indican que “los indultos son susceptibles de 

control jurisdiccional en cuanto a los límites y requisitos que deriven directamente de la Constitución o de la Ley, 

pese a que se trate de actos del Gobierno incluidos entre los denominados tradicionalmente actos políticos, sin 

que ello signifique que la fiscalización sea in integrum y sin límite de ningún género, pues esta posición resultaría 

contraria también a la Constitución”. 
59 Ley 1/1988, de 14 de enero, pro la que se modifica la Ley de 18 de junio de 1870, estableciendo reglas para el 

ejercicio de la Gracia de Indulto. 
60 Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa, art. 12.1 letra a. 
61 “Y, por último, (…), en la amnistía, sólo sometida al de la jurisdicción del Tribunal constitucional y 

a la del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, si la Comisión le planteara la improcedencia de 

esta por ser incompatible con el Estado de derecho”. RODRÍGUEZ RAMOS, L.: “La imposible 

amnistía” en ABC, 18 de septiembre de 2023. Recuperado en https://www.abc.es/opinion/luis-

rodriguez-ramos-imposible-amnistia-20230917172418-nt.html 

62 Art.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 

https://www.abc.es/opinion/luis-rodriguez-ramos-imposible-amnistia-20230917172418-nt.html
https://www.abc.es/opinion/luis-rodriguez-ramos-imposible-amnistia-20230917172418-nt.html
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realizará mediante recurso de inconstitucionalidad 63  o a través de la cuestión de 

inconstitucionalidad64. 

Por su parte, la integración de España en la Unión Europea supone la cesión de cierta 

soberanía y el cumplimiento de lo establecido en el Tratado de la Unión Europea (TUE). Su 

artículo 265 establece los principios en los que se basa la Unión Europea, principios que deben 

ser respetados. 

El TJUE actúa como garante del Estado de Derecho, los derechos fundamentales y los 

valores superiores de los estados miembros. Acudir a esta institución judicial es una de las 

posibilidades que encontramos para determinar, no la constitucionalidad de la amnistía, si no 

su colisión con los derechos fundamentales y valores superiores del ordenamiento de los 

Estados miembros. En consecuencia, solo se podrá ir al TJUE si la amnistía supone un riesgo 

evidente de violación grave los valores establecidos en el art. 2 del TUE. 

 

III. La amnistía en la historia de España 

La amnistía es una figura jurídica con una larga tradición en la historia de España, siendo 

utilizada como medida estabilizadora o de manera instrumentalizada desde el siglo XIII66 hasta 

el siglo XX. Pero es a partir de 1814 cuando más protagonismo y mayor uso se le ha dado a 

esta medida de gracia. A continuación, se recogen la mayoría de las amnistías concedidas67 

durante el periodo constitucional de España (desde 1812 hasta 1977).  

En cada una de las tablas aparece la fecha de expedición y la forma en la que han sido 

otorgadas, los diferentes motivos que han motivado su concesión, los delitos que abarcan, quien 

 
63 Se trata de un medio directo de impugnación de una ley o disposición con fuerza de ley que tiene por objeto 

inmediato la determinación de su conformidad con la Constitución, estando legitimados el Presidente del 

Gobierno, Defensor del Pueblo, 50 diputados, 50 senadores, órganos ejecutivos de las CCAA y, en su caso, las 

Asambleas de estas. 
64 Todos los jueces y tribunales tras la resolución de un caso pueden plantear la cuestión de inconstitucionalidad 

de la ley siempre y cuando sea aplicable al caso concreto y de cuya validez dependa el fallo y exista duda razonable 

sobre su constitucionalidad. 
65 “La Unión se fundamenta en los valores de respeto de la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, 

Estado de Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de las personas pertenecientes a 

minorías. Estos valores son comunes a los Estados miembros en una sociedad caracterizada por el pluralismo, la 

no discriminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad entre mujeres y hombres”. 
66 Desde el siglo XIII hasta el siglo XVIII la utilización de la amnistía persigue un consenso político. La mayoría 

de ellas se otorgaban para celebrar faustos sucesos como las exaltaciones de los reyes al trono (Fernando IV, 

Valladolid 1312; Alfonso XI, Madrid 1329; Enrique II, 1367; Juan I, Burgos 1379), el matrimonio del Príncipe o 

el matrimonio de las Infantas (Carlos IV, 22 de diciembre de 1795). Sin embargo, en otras ocasiones su utilidad 

era bien distinta. Un claro ejemplo es la amnistía concedida de manera arbitraria por Carlos V el 28 de octubre de 

1522. Iba destinada a los Comuneros, excluyendo a 300 de ellos entre los que destacan Juan Bravo, Maldonado, 

Pimentel y Acuña. 
67 Toda la información se ha obtenido del BOE; LINDE PANIAGUA, E.: “Amnistía y conflictos sociales en la 

historia de España” en Tiempo de historia. Año III, N.º 26, 1977.Págs. 12-21; CADALSO MANZANO, F.: “La 

libertad condicional. El indulto, la amnistía y la condena condicional”, Madrid, 1921. Pág. 280 y ss.; GIL 

MENEA, M.ª L.: “Exposición histórica de las leyes de amnistía desde 1906 y análisis del modelo actual”, en 

Diariolaley, N.º 10470, Sección Tribuna, 20 de marzo de 2024; ESCRIBANO RIERA, D.: “Amnistía en el Estado 

español (1832-1977) (I)”, en Conversación sobre la historia, 23 nov. 2022; HERRERO BERNABÉ, I. Op. cit. 

Págs. 160-177. 
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las refrenda o autoriza y la fecha de publicación en la Gaceta y el BOE. Además, se inserta una 

breve explicación en las más importantes. 

 

PRINCIPALES AMNISTÍAS OTORGADAS EN EL PERIODO 1832 - 1918 

 

FECHA de los 

decretos y leyes 

 

MOTIVOS 

 

DELITOS 

REFRENDADO 

O 

AUTORIZADO 

FECHA de 

publicación 

en Gaceta / 

BOE 

R.D. 15 oct. 183268 Pacificar el 

país 

Políticos Cafranga (citar 

nombre completo) 

20 oct. 1832 

L. 19 jul. 183769 Fin primera 

guerra carlista 

Políticos Cortes 23 jul. 1837 

 

R.D. 30 nov. 1840 

 

Final Guerra 

Civil 

 

Políticos 

Duq. de la 

Victoria (Regente 

del Reino) 

 

1 dicbre. 1840 

 

R.D. 17 oct. 184670 

Matrimonio 

Isabel II 

 

Políticos 

Javier Isturiz (Pte. 

Consejo de 

Ministros) 

 

18 oct. 1846 

 

R.D. 7 nov. 1854 

Apertura 

Cortes 

Constituyentes 

 

Políticos 

Espartero (Pte. 

Consejo de 

Ministros) 

 

8 nov. 1854 

 

R.D. 19 oct. 1856 

Tranquilidad 

del país 

 

Políticos 

Duq. Valencia 

(Pte. Consejo de 

Ministros) 

 

20 oct. 1856 

 

R.D. 1 mayo 1860 

 

Ídem 

 

Políticos 

O`Donnell (Pte. 

Consejo de 

Ministros) 

 

2 mayo 1860 

 

L.  1 mayo 1869 

 

Ídem 

 

Políticos 

Serrano (Pte. 

Poder Ejecutivo) 

 

2 mayo 1869 

 

D.L. 9 agost. 1870 

 

Ídem 

 

Políticos 

Gral. Prim (Pte. 

Consejo de 

Ministros) 

 

10 agost. 1870 

 

R.D. 30 agost. 1871 

 

Ídem 

Políticos Ruiz Zorrilla (Pte. 

Consejo de 

Ministros) 

 

31 agost. 1871 

 
68  Real Decreto 1510/1832. En el propio decreto se establece que es la “amnistía más general y completa de 

cuantas han dispensado los Reyes a todos los que han sido hasta ahora perseguidos como reos de Estado”. Esta 

medida excluyó a los diputados de las Cortes que votaron a favor de la destitución de Fernando VII tras su negativa 

de comparecer en la cámara el 11 de junio de 1823 (Gaceta de Madrid, N.º 128, 20 oct. 1832, pág. 515). 
69 Con motivo de la finalización de la primera guerra carlista, las Cortes aprobaron la que sería la primera 

amnistía respecto a los actos políticos que haya resultado o resultase responsabilidad penal anteriores a su 

promulgación (Gaceta de Madrid, N.º 965, 23 jul. 1937, pág. 1). 
70 El Gobierno, en amparo al art. 9. 1º del Acta adicional a la Constitución de 1845 (primera constitución que hace 

referencia a la amnistía) dicta un Real Decreto por el que amnistía a “todos los expatriados, encausados o 

sentenciados por participación en los sucesos políticos acaecidos en la Península e Islas adyacentes”. Se aplicó 

de manera subjetiva y condicionada a mostrar fidelidad al régimen (Gaceta de Madrid, N.º 4417, 18 oct. 1846, 

pág. 1).  
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L. 14 febr. 1873 

 

Ídem 

Políticos  Figueras (Pte. 

Poder Ejecutivo) 

 

15 febr. 1873 

 

R.D. 14 enero 187571 

Llegada al 

trono Alfonso 

XII 

 

Comunes 

Cárdena (Mtro. de 

Gracia y Justicia) 

 

15 enero 1875 

 

R.D. 14 febr. 1875 

Aliviar 

situaciones 

delincuentes 

Políticos y 

comunes 

Romero Robledo 

(Mtro. 

Gobernación) 

 

14 febr. 1875 

 

L. 10 marzo 189072 

Tranquilidad 

del país 

Electorales L. Puigcerver 

(Mtro. Gracia y 

Justicia) 

11 marzo 1890 

 

L. 31 dic. 190673 

 

Ídem 

Contra la 

Patria, 

ejército y 

armada 

Aguilar y Correa 

Vega Armijo (Pte. 

Consejo de 

Ministros) 

 

5 enero 1907 

 

L. 23 abril 1909 

 

Ídem 

Políticos y 

de imprenta 

Maura (Pte. 

Consejo de 

Ministros) 

 

24 abril 190974 

 

L. 5 dic. 1914 

 

Ídem 

Políticos, 

imprenta y 

sociales 

Dato (Pte. 

Consejo de 

Ministros) 

 

6 dic. 191475 

 

L. 23 dic. 1916 

 

Ídem 

 

Ídem 

Romanones (Pte. 

Consejo de 

Ministros) 

 

24 dic. 1916 

 

L. 8 mayo 1918 

 

Ídem 

 

Ídem 

Maura (Pte. 

Consejo de 

Ministros) 

 

9 mayo 1918 

 

PRINCIPALES AMNISTÍAS OTORGADAS EN EL PERIODO 1922 – 1936 

 

FECHA de los 

decretos y leyes 

 

MOTIVOS 

 

DELITOS 

REFRENDADO 

O 

AUTORIZADO 

FECHA de 

publicación 

en Gaceta / 

BOE 

L. 15 dic. 1923 Legitimación Políticos  J.E.  

 
71 Una vez restaurada la monarquía y a consecuencia de la rebelión militar, el nuevo gobierno aprobó un Real 

Decreto. Es un decreto de indulto general pero que en alguno de sus artículos (art. 4) utilizaba el término de la 

amnistía. Fue una “amnistía” de alcance restringido, excluyendo específicamente la mayor parte de los delitos 

políticos, entre los que resaltan los de “traición”, “lesa majestad” y “atentado y desacato a la autoridad” (art. 7). 
72 Aunque la Constitución de 1876 no hace referencia alguna a la amnistía, el 10 de marzo de 1890 se aprobó una 

amnistía para los “reos por delitos electorales” encaminada a minimizar las repercusiones penales derivadas del 

falseamiento de las actas electorales de ese periodo (Gaceta de Madrid, N.º 70, 11 marzo 1890, pág. 741). 
73 Se amnistían “todos los sentenciados y procesados, aunque se les haya declarado rebeldes y aun cuando estén 

sujetos de cualquier modo a responsabilidad criminal” por delitos de opinión y libertad de expresión realizados 

contra la unidad del Estado, y las Fuerzas Armadas. El alcance de la norma fue insuficiente, aprobándose dos 

nuevas amnistías unos años más tarde, la primera el 23 de abril de 1909 y la segunda el 5 de diciembre de 1914 

(Gaceta de Madrid, N.º 5, 5 enero 1907, pág. 57). 
74 Gaceta de Madrid, N.º 114, 24 abril 1909, pág. 945. 
75 (Gaceta de Madrid, N.º 340, 6 dic. 1914, pág. 654. 



La amnistía en el ordenamiento jurídico español 

20 
 

 

D. 14 abril 193176 

 

Políticos 

Políticos, 

imprenta y 

sociales 

Alcalá Zamora 

(Pte. II República) 

 

15 abril 1931 

 

D. 3 jul. 1931 

Procesados 

Instituto Card. 

Cisneros 

Falsificación 

títulos 

Bachiller 

  

4 jul. 1931 

L. 24 abril 1934 Pacificación 

del país 

Políticos y 

sociales 

M. J. Madariaga 

Rojo 

25 abril 1934 

 

D.L. 21 febr. 

193677 

 

Ídem 

 

Ídem 

Azaña (Pte. 

Consejo de 

Ministros) 

 

22 febr. 1936 

 

 

PRINCIPALES AMNISTÍAS OTORGADAS EN EL PERIODO 1937 - 1977 

 

FECHA de los 

decretos y leyes 

 

MOTIVOS 

 

DELITOS 

REFRENDADO 

O 

AUTORIZADO 

FECHA de 

publicación 

en Gaceta / 

BOE 

 

D.L. 22 enero 1937 

  

Políticos 

García Oliver 

(Mtro. Gracia y 

Justicia) 

 

25 enero 1937 

L. 24 nov. 1938  Monetarios F. Franco 30 nov. 1938 

L. 23 nov. 1939  Políticos Ídem 27 nov. 1939 

 

D. 30 dic. 193978 

Anulación 

amnistías 

concedidas  

  

Ídem 

 

D.L. 13 mayo 1955  Fiscales Jefe del Estado 22 mayo 1955 

D.L. 21 jul. 1959  Ídem  Ídem  

D.L. 30 jul. 197679 Unidad de los 

españoles 

Políticos Adolfo Suárez 

(Pte. Gobierno) 

4 agost. 1976 

 
76 El Gobierno provisional de la Segunda República aprueba una ley de amnistía como consecuencia del nuevo 

régimen establecido. En la exposición de motivos se destaca la relación entre los delitos políticos y sociales, 

fundamentando ésta en el hecho de que “los delitos políticos, sociales y de imprenta responden generalmente a un 

sentimiento de elevada idealidad”. Fue una amnistía de gran amplitud al recoger “todos los delitos políticos, 

sociales y de imprenta” sentenciados y en proceso. Esta ley contaba con dos excepciones, la primera de ellas era 

respecto de los “delitos cometidos por los funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos”, y la segunda sobre 

los delitos de “injuria y calumnia a particular”, siendo éstos perseguibles únicamente mediante querella 

interpuesta por el perjudicado (art. 1) (Gaceta de Madrid, N.º 105, 15 abril 1931, pág. 195). 
77 “Se concede amnistía (sin exclusión alguna) a los penados y encausados por delitos políticos y sociales”. Se 

trata de una medida de pacificación que conviene al bien público y a la tranquilidad de la vida nacional. Además, 

incluye a los Concejales de Ayuntamientos del País Vasco condenados por sentencia firme (Gaceta de Madrid, N.º 

3, 22 febr. 1936). 
78 Mediante el Decreto de 30 de diciembre de 1939 se anulan todas las amnistías concedidas en la zona roja desde 

el 18 de julio de 1936.  
79  Una vez constituido el primer Gobierno con Adolfo Suarez como Presidente, se dictó el Real Decreto-Ley 

10/1976 que posteriormente se ampliaría con la aprobación del Real Decreto 19/1977 de 14 de marzo de 1977. 

Esta amnistía iba dirigida a los llamados “delitos políticos”, es decir, todas las infracciones de intencionalidad 

política y de opinión comprendidas en el Código Penal y demás leyes penales especiales. También se amnistías 

determinados delitos contemplados en leyes penales militares. En esta ley se excepcionan los delitos de carácter 
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D.L. 14 marzo 1977 

Ampliación 

D.L. 30 jul. 

1976 

 

Ídem 

 

Ídem 

 

L. 15 oct. 1977 L. 46/1977 Políticos y 

sociales 

A. Hernández Gil 17 oct. 1977 

 

De los datos mostrados se pueden observar varias cuestiones. La primera de ellas tiene 

que ver con la forma que adaptan las amnistías. Como señalamos anteriormente, la amnistía 

debe aprobarse mediante ley orgánica; sin embargo, tradicionalmente, se ha utilizado tanto el 

Decreto como la Ley para otorgar esta medida de gracia, independientemente del periodo 

histórico en el que nos encontremos.  

También se puede apreciar una gran variedad de motivos que van desde aliviar la 

situación de los delincuentes, pasando por el advenimiento al trono de un nuevo rey hasta la 

búsqueda de la pacificación del país. En la mayoría de las amnistías los delitos que se perdonan 

son de índole político y social.  

En definitiva, la amnistía se ha utilizado como instrumento político con fines de 

restablecimiento de la paz, asentamiento político y conmemoración de actos religiosos y 

políticos.  

 

IV. La ley de amnistía 46/1977 de 15 de octubre 

1. Contexto histórico, político y social 

Con la muerte del General Francisco Franco, España empieza un periodo de transición 

donde se dejan atrás los cuarenta años de dictadura franquista y se inicia la transición a una 

democracia acorde con las instaladas en el resto de los países de Europa 

Con una Ley de Sucesión 80  aprobada por Franco, un rey recién designado y un 

presidente del gobierno no elegido por las urnas, se inicia un proceso lleno de incertidumbre, 

construido bajo el conocido lema del “espíritu de la transición” con el objetivo de poner fin a 

todas las situaciones de represión político-social y demás delitos de sangre cometidos durante 

la dictadura para conseguir la reconciliación entre los españoles. 

Para llegar a entender la difícil situación en la que se encontraba la sociedad y el poder 

político, debemos de poner en contexto todo lo ocurrido. La represión que hubo en la etapa 

franquista fue muy amplia, encarcelando a todo aquel que opinaba de manera distinta al 

régimen. Además, se añade la dura lucha armada que se dio durante los últimos años de Franco 

 
moralmente atroz que no puedan ni deban ser olvidados, estos son los delitos que atenten contra las bases de la 

convivencia nacional y lesionen o pongan en peligro la vida e integridad de las personas (delitos de terrorismo) 

(BOE N.º 186, 4 agost. 1976).  
80 La Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado fue aprobada por Franco en 1947. Es la quinta de las ocho Leyes 

Fundamentales aprobadas con el fin de organizar los poderes del Estado durante el franquismo. Recuperaba la 

constitución de España en reino y establecía la sucesión de Franco como Jefe del Estado, indicando que el sucesor 

sería propuesto por el propio General a título de rey o de regente del reino con la aprobación de las Cortes 

españolas. 
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y posteriores a la instauración de la democracia con grupos como las FRAP81 o ETA82, dejando 

un gran número de muertos y encarcelados.  

La Ley de amnistía de 1977 cuenta con un precedente. Debido a las grandes 

movilizaciones, principalmente de izquierdas, pidiendo la amnistía para los presos de las 

cárceles franquistas, el gobierno de Adolfo Suárez aprueba el Decreto-Ley 10/1976, por el que 

se concedía la amnistía a todos aquellos que hubieren cometido delitos y faltas de 

intencionalidad política cuando no hubieren lesionado la vida o integridad de las personas. Sin 

embargo, este Decreto-Ley tuvo que ser ampliado un año más tarde por considerarse 

insuficiente.  

No fue hasta octubre de 1977 cuando se aprueba la Ley de Amnistía 49/1977 con un 

amplio apoyo parlamentario. El proceso de elaboración y aprobación de dicha ley fue uno de 

los principales retos que tuvieron que afrontar los recién formados grupos parlamentarios.  

 

2. Análisis del articulado 

 Se trata de una norma con rango de ley aprobada con 296 fotos a favor, 18 abstenciones, 

dos en contra y uno nulo, publicada en el BOE el 17 de octubre de 1977. Consta de 12 artículos 

y llama la atención la inexistencia de un preámbulo o exposición de motivos en la ley.  

El artículo 1 de la ley establece la amnistía para “todos los actos de intencionalidad 

política, cualquiera que fuese su resultado, tipificados como delitos y faltas” en tres periodos 

diferentes:  

a) Los realizados con anterioridad al 15 de diciembre de 1976. 

b) Los realizados entre el 15 de diciembre de 1976 y el 15 de junio de 1976, siempre y 

cuando se aprecie un móvil de restablecimiento de las libertades públicas o de 

reivindicación de autonomías de los pueblos de España. 

c) Los realizados hasta el 6 de octubre de 1977 cuando no hayan supuesto violencia 

grave contra la vida o la integridad de las personas. 

El artículo 2 va dedicado a determinados tipos de infracciones, como son: los delitos de 

rebelión y sedición tipificados en el Código de justicia Militar; la objeción de conciencia a la 

prestación del servicio militar, por motivos éticos o religiosos; los delitos de denegación de 

auxilio a la Justicia por la negativa de revelar hechos de naturaleza política; actos de expresión 

de opinión a través de la prensa o cualquier otro medio de comunicación; y los delitos y faltas 

cometidos por autoridades, funcionarios y agentes del orden contra el ejercicio de los derechos 

de las personas.  

La condonación de estos últimos delitos suponía la inclusión en la ley de las autoridades 

franquistas que años más tarde fueron denunciados por delitos de lesa humanidad como torturas 

 
81  El Frente Revolucionario Antifascista y Patriota fue una organización terrorista en España de carácter 

republicana, comunista y antifranquista. Buscaban la derrota de la dictadura la expulsión del imperialismo 

estadounidense y la instauración de una República popular, confederal y socialista marxista. La Policía Nacional 

le atribuye el asesinato de 5 policías. Sería disuelto finalmente en 1992. 
82 Euskadi Ta Askatasuna, País Vasco y Libertad en euskera, fue una organización terrorista nacionalista vasca que 

se proclamaba independentista, abertzale, socialista y revolucionaria. Sembró el pánico entre la sociedad española 

asesinando a 856 personas e hiriendo a centenares. Tras una larga lucha, en 2011 la banda anunciaba el cese 

definitivo de sus acciones. 
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o desapariciones forzosas y que no se llegaron a ser juzgados al estar amparados por la ley de 

amnistía.  

Esta situación ha generado un debate social, político y legislativo sobre la necesidad, o 

no, de derogar esta parte de la ley para poder juzgar a los responsables de los delitos de lesa 

humanidad, tortura y desaparición forzosa.  

La realidad es que esto no es posible. El artículo 9 de la Constitución establece la 

irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de los derechos 

individuales. La derogación de dicha norma supondría la reactivación de la responsabilidad 

penal dando lugar a un acto desfavorable para los sujetos que fueron amnistiados. Por lo que su 

derogación o modificación se consideraría un acto inconstitucional.  

Los artículos 4 y 5 son de carácter general refiriéndose a faltas disciplinarias y 

gubernativas e infracciones laborales y sindicales.  

Los principales efectos de su aplicación los encontramos en el artículo 6 y 7, siendo las 

más destacadas la extinción de la responsabilidad criminal derivada de las penas impuestas o 

que se pudieran imponer (art. 6 primer párrafo) y a eliminación de los antecedentes penales y 

notas desfavorables en expedientes personales, aun cuando el sancionado hubiese fallecido (art. 

7.a). 

El artículo 9 establece que la aplicación de la norma corresponderá de manera exclusiva 

a los Jueces, Tribunales y Autoridades judiciales. Podrá aplicarse de oficio o a instancia de parte 

con audiencia, en todo caso, del ministerio fiscal, siendo pública la acción para solicitarla. 

La ley 49/1977 ha sido la última Ley de amnistía de carácter político aprobada en 

nuestro país. Desde la aprobación de la Constitución de 1978 el indulto particular ha sido la 

medida de gracia más utilizada por los diferentes gobiernos, aprobándose únicamente tres 

amnistías fiscales, en 1984 y 1991 con el gobierno de Felipe González y otra en 2012 bajo el 

gobierno de Mariano Rajoy, esta última anulada por el TC el 8 de junio de 2017. 

 

CAPÍTULO IV LA AMNISTÍA EN LA COSNTITUCIÓN DE 1978 

 

Como hemos visto anteriormente, la institución de la amnistía se engloba dentro del 

derecho de gracia que recoge la Constitución. Sin embargo, no encontramos ninguna referencia 

explícita acerca de esta figura.  

Cuando estudiamos la amnistía en la Constitución de 197883  no solo nos debemos 

centrar en los artículos que pueden verse afectados, sino que también debemos mencionar el 

proceso constituyente de nuestra Carta Magna.  

 

I. La amnistía en el proceso constituyente 

 
83 RUIZ ROBLEDO, A.: “La amnistía en la España Constitucional” en Revista General de Derecho constitucional, 

núm. 40, 2024. Págs. 40-68. Este autor realiza un análisis pormenorizado sobre la amnistía en el marco de la 

Constitución Española distinguiendo entre antes de las elecciones generales de julio de 2023 y después de ellas. 
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El 15 de octubre de 1977, las Cortes constituyentes aprobaron por amplia mayoría una 

amnistía acogida como una medida necesaria para conseguir la paz social y el reencuentro entre 

todos los españoles que se encontraban históricamente enfrentados. Incluso, la propia amnistía 

contiene, de manera sutil, una condena de la dictadura. 

De forma paralela y durante el segundo semestre de 1977, la Comisión Constitucional 

estuvo debatiendo el anteproyecto constitucional. En ese debate, los siete padres de la 

Constitución discutieron, a puerta cerrada y dos veces, la introducción de la amnistía en la Carta 

Magna, acordando “no constitucionalizar este tema”84.  

Contra esta decisión, se presentaron dos enmiendas con el objetivo de introducir la 

amnistía de manera que las Cortes pudieran amnistiar85.  

La primera enmienda86 fue presentada por el Grupo Mixto, firmada por Raúl Morodo y 

Enrique Tierno Galván, mediante la cual se proponía que “Las Cortes Generales, que 

representan al pueblo español, ejercen la potestad legislativa, sin perjuicio de lo dispuesto en 

el título VIII, otorgan amnistías, controlan la acción del Gobierno y tienen las demás 

competencias que les atribuye la constitución”. Esta enmienda fue rechazada por la ponencia 

sin dar explicación alguna. El autor Ruiz Robledo entiende que, aunque no se dio ningún 

motivo, si dejó una pauta importante a la hora de interpretar el texto constitucional: una cosa es 

la potestad legislativa y otra la capacidad para otorgar amnistías.  

La segunda enmienda87 la elaboró César Llorens, diputado de UCD con el fin de incluir 

en el título del Poder Judicial un nuevo artículo que dispusiese: “Se prohíben los indultos 

generales. Los individuales serán concedidos por el Rey, previo informe del Tribunal Supremo 

y del Fiscal del Reino, en los casos y por el procedimiento que las leyes establezcan. Las 

amnistías solo podrán ser acordadas por el Parlamento”. Se trata de una enmienda claramente 

inspirada en artículo 10288 del texto constitucional de 1931, durante la Segunda República.  

Esta segunda enmienda tuvo más éxito que la primera al admitirse lo relativo a la 

“prohibición de indultos generales, aunque acuerda regular esta materia junto con el derecho 

de gracia”. 

Según Ruiz Robledo, los constituyentes tenían suficientes motivos para prohibir la 

amnistía de manera explícita del mismo modo que el indulto general. Se hubiera evitado poner 

en manos de mayorías coyunturales una medida que se habría utilizado de manera 

 
84 En este sentido leer Congreso de los Diputados, S. G.: “Las actas de la Ponencia Constitucional” en Revista de 

las Cortes Generales, núm. 2, 1984. Págs. 251-422. Recuperado en 

https://revista.cortesgenerales.es/rcg/article/view/1244 
85 DE MIGUEL BÁRCENA, J.: “Memoria, Amnistía y Transición” en La amnistía en España: Constitución y 

Estado de Derecho. Op. cit. Págs. 129-133. 
86  Enmienda 504 del Grupo Parlamentario Mixto del diputado Raúl Morodo Leoncio, en Enmiendas al 

Anteproyecto de Constitución, Congreso de los Diputados, enero de 1978. Pág. 214. Recuperado en 

https://www.congreso.es/constitucion/ficheros/enmiendas/enmcongreso.pdf 
8787  Enmienda 704 del diputado César Llorens Bargés del Grupo Parlamentario UCD, en Enmiendas al 

Anteproyecto de Constitución, Congreso de los Diputados, enero de 1978. Pág. 349. Recuperado en 

https://www.congreso.es/constitucion/ficheros/enmiendas/enmcongreso.pdf 
88 Artículo 102 de la Constitución de 1931: “Las amnistías sólo podrán ser acordadas por el Parlamento. No se 

concederán indultos generales. El Tribunal Supremo otorgará los individuales a propuesta del sentenciador, del 

Fiscal, de la Junta de Prisiones o a petición de parte. En los delitos de extrema gravedad podrá indultar el 

Presidente de la República, previo informe del Tribunal Supremo y a propuesta del Gobierno responsable”. 

https://revista.cortesgenerales.es/rcg/article/view/1244
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desproporcionada y temeraria, en muchos casos, con fines partidistas, muy diferente al fin de 

justicia y paz social que se pretende con la amnistía.  

 

II. La amnistía y la Constitución de 1978 

Aunque no se regule de manera expresa, intentaremos deducir su compatibilidad, o no, 

con la Constitución mediante el análisis de algunos de sus artículos.  

 

1. Artículo 62.i El ejercicio del derecho de gracia89 

El primero de los artículos que tenemos que analizar debe ser, indudablemente, aquel 

que regula el ejercicio del derecho de gracia. Nos referimos al artículo 62.i que establece que 

corresponde al Rey “ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar 

indultos generales”.  

De la lectura de este artículo podemos extraer varios razonamientos por los que, aunque 

no aparezca mencionada de manera directa, la amnistía no está autorizada por nuestra carta 

magna.  

En primer lugar, el derecho de gracia supone una violación de varios preceptos 

constitucionales. Para otorgar una medida de semejante alcance, nuestra CE debe autorizar una 

excepción de los artículos que se verían transgredidos con la aplicación de la medida de gracia. 

Esto es lo que ocurre con el indulto particular.  

Aunque el derecho de gracia abarque el indulto particular, indulto general y amnistía, el 

artículo 62.i al hablar del ejercicio del derecho de gracia conforme a la ley lo hace en referencia 

del indulto particular, estando regulado mediante la Ley de 18 de junio de 1870 estableciendo 

las reglas para el ejercicio de la gracia de indulto.  

En segundo lugar, nos encontramos con una prohibición implícita de otorgar indultos 

generales. Esto opera como un verdadero límite para el legislador. El parlamento puede facultar 

al gobierno el otorgar indultos particulares, pero nunca indultos generales, del mismo modo que 

tampoco podrían el legislativo otorgarlo mediante ley orgánica.  

Si el indulto general supone la condonación de la pena impuesta a un determinado grupo 

de personas y la concesión de la amnistía implica no solo la remisión de la pena, sino la 

desaparición del delito aplicado a personas aún sin condenar, debemos entender que la 

prohibición de los indultos generales supone la prohibición de la amnistía, es decir, que no haya 

una restricción constitucional directa sobre la amnistía no quiere decir que no exista una 

prohibición indirecta de tal medida. Siguiendo a Enrique Gimbernat, parece incoherente pensar 

que si la constitución prohíbe al legislador lo menor (indultos generales), permita lo más 

(amnistía). 

 
89 BELDA PÉRE-PEDRERO, E..: “Artículo 62”, en Comentarios a la Constitución Española (Rodríguez-Piñero 

y Bravo Ferrer, M., Casas Baamonde, M. E.), Madrid, 2018, Tomo 2. Págs. 1631-1645. LAFUENTE BALLE, 

J.M.: “Artículo 62 (apartados f-j)”: Atribuciones del Rey”, en Comentarios a la Constitución española de 1978 

(Alzaga Villaamil, O.), Tomo V, Edersa, Madrid, 1997. Págs. 231-260. 
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Además, no podemos partir de la premisa de que todo aquello que no esté prohibido en 

la CE está permitido. Nuestra constitución funciona como una especie de autorización de los 

distintos poderes del Estado, esto es que solo pueden hacer aquello que expresamente les 

permita la constitución. Se trata de un verdadero límite a las acciones del poder legislativo 

evitando situaciones de abuso de poder. Si esos límites se ven transgredidos, estaríamos ante 

un proceso de modificación constitucional sin acudir a los cauces legales establecidos. 

 En tercer lugar, podríamos afirmar que los primeros constituyentes vetaron la 

introducción de la figura de la amnistía en el texto constitucional y, por tanto, su prohibición. 

Debemos recordar que, durante el proceso de elaboración y aprobación de la carta magna, se 

debatió, en dos momentos diferentes, la posibilidad de introducir como facultad de las Cortes 

Generales la concesión de la amnistía, pero ambas enmiendas fueron rechazadas de manera 

rotunda.  

En aquella época la aprobación de la amnistía de 1977 cumplía una importante función 

histórica, como era la terminación de la dictadura y la instauración de un sistema democrático. 

Supuso, en cierta medida, rechazar y condenar el régimen franquista dando lugar al inicio de 

una nueva etapa. Era necesaria como instrumento de reconciliación nacional y eso quedó 

demostrado con el alto consenso que recibió en sede parlamentaria por las diferentes fuerzas 

políticas, llegando a obtener el apoyo del 85% de los miembros de la cámara.  

Actualmente, y en el sistema democrático en el que nos encontramos, existen otras 

medidas de gracia como son los indultos particulares, autorizados por la CE y regulados por ley 

orgánica.  

 

2. Artículo 1.1 Estado Social y Democrático de Derecho90 

Podemos afirmar que el artículo 1 de nuestra CE es el principal, es el precepto en el que 

se encuentran los atributos capitales de la forma política española. En palabras de Carl Schmitt, 

nos encontramos ante las decisiones fundamentales de la Constitución. De los tres apartados 

que forman el citado artículo, nos centraremos en el primero. que es el que erige, en primer 

lugar, el modelo de Estado constitucional y, en segundo lugar, los valores superiores del 

ordenamiento jurídico. 

El apartado primero establece que “España se constituye en un Estado social y 

democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico 

la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político”. En otras palabras, nos encontramos 

en un Estado donde los poderes públicos asumen una posición activa con el objetivo de 

garantizar una igualdad de oportunidades entre los ciudadanos, independientemente de la 

situación económica y social en la que se encuentren. 

En este primer apartado se define el modelo de Estado constitucional y los valores 

superiores del ordenamiento jurídico. Observamos cómo aparecen los conceptos de Estado 

social, democracia y derecho.  

 
90 ARAGÓN REYES, M.: “Artículo 1”, en Comentarios a la Constitución Española (Rodríguez-Piñero y Bravo 

Ferrer, M., Casas Baamonde, M. E.), Madrid, 2018, Tomo 1. Págs. 29-41. DELGADO-IRIBARREN GARCÍA-

CAMPERO, M.: “Sinopsis del Artículo 1”, en Congreso de los Diputados, junio, 2005. 
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Para empezar, la definición de Estado democrático es la más importante de este primer 

apartado, pues dispone la forma de Estado. La democracia es el principio basilar de los 

principios generales constitucionales. Posee un contenido fundamental al indicar que el poder 

(Kratos) lo ostenta el pueblo (Demos) y no un selecto grupo de personas, haciendo partícipe a 

toda la ciudadanía. Además, el principio democrático ha significado la extensión del principio 

de igualdad, derecho fundamental consagrado en el artículo 14 de la CE. 

Por otro lado, el Estado de Derecho se consagra como una auténtica cláusula general 

fundamentada en varios criterios formales como son: el principio de legalidad de la 

Administración, la división de poderes, la supremacía y la reserva de ley, la responsabilidad del 

Estado por actos ilícitos y la protección de los ciudadanos a través de los tribunales 

independientes. Se constata que el poder público actúa sometido a la ley y a la Constitución, 

por ende, el Estado de Derecho descansa sobre la vigencia del principio de constitucionalidad. 

A su vez, se propugna un ordenamiento jurídico basado en determinados valores, como son la 

libertad, la justicia, la igualdad, y el pluralismo político.  

Por último, nuestra Constitución utiliza el concepto de Estado social que aparece en la 

Ley Fundamental de Bonn (primer texto constitucional que consagra este concepto). Esto 

significa el reconocimiento de derechos sociales en la legislación, el deber del Estado de cuidar 

la enfermedad y proteger la salud y la disminución de la desigualdad social con su 

intervención91.  

El primer artículo de nuestra Constitución propugna un Estado basado en la libertad, la 

igualdad y la justicia donde el poder queda sometido a la ley, evitando de esta manera posibles 

abusos que puedan interferir de manera negativa en los derechos y libertades de los ciudadanos. 

Teniendo en cuenta el contenido de este primer artículo y lo que significa, parece difícil pensar 

que una herramienta como la amnistía destinada a la paz social y la justicia, sea compatible con 

una Carta Magna que propugna, persigue y consagra esos mismos objetivos. 

 

3. Artículo 9.3 El principio de seguridad jurídica92 

La Constitución no solo contiene preceptos concretos, sino que también establece y 

garantiza una serie de principios constitucionales. Se trata de principios con un valor esencial93 

en la implantación y desarrollo del Estado de Derecho.  

 
91 No sólo está reconocido en este precepto, sino que aparece desarrollado con mayor detalle en el art. 9.3 de la 

CE. Además, se amplifica en todo el texto constitucional, especialmente en el Título I “De los derechos y deberes 

fundamentales” y el Título VII “Economía y Hacienda”.  
92  MARRERO GARCÍA-ROJO, A.: “Artículo 9.3”, en Comentarios a la Constitución Española (Rodríguez-

Piñero y Bravo Ferrer, M., Casas Baamonde, M. E.), Madrid, 2018, Tomo 1. Págs. 188-192. CASTILLO 

BLANCO, F.A.: “El principio de seguridad jurídica: especial referencia a la certeza en la creación del Derecho” 

en Documentación Administrativa, núm. 263-264, mayo-diciembre 2002. Págs. 33-47. RODRÍGUEZ COARASA, 

C.: “Sinopsis del artículo 9” en Congreso de los Diputados, diciembre, 2003. 
93 El TC ha manifestado la importancia de estos principios constitucionales ocupando una importante posición en 

la Constitución. De este modo, la STC 48/2003, de 12 de marzo (FJ 7) afirma: “Ciertamente, nuestra Constitución 

también proclama principios, debidamente recogidos en su articulado, que dan fundamento y razón de ser a sus 

normas concretas. Son los principios constitucionales, (…) todos que vinculan y obligan, como la Constitución 

entera, a los ciudadanos y a los poderes públicos (art. 9.1), incluso cuando se postule su reforma o revisión y 

hasta tanto esta no se verifique con éxito a través de los procedimientos establecidos”. 
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Especial relevancia tienen los establecidos en el precepto constitucional que señalamos, 

estando una buena parte de estos principios íntimamente relacionados 94  con los valores 

superiores del ordenamiento jurídico que se propugnan el art. 1.1. CE. Estamos ante auténticos 

principios generales del Derecho que instituyen mandatos dirigidos a los poderes públicos, en 

especial, al legislador. De los principios que recoge el artículo 9.395, nos centraremos en el 

principio de seguridad jurídica.  

Como hemos desarrollado en el análisis del artículo 1.1, el Estado de Derecho se 

consagra como un pilar fundamental de la CE que implica el sometimiento a la ley de los 

poderes públicos, cuyos actos deben ajustarse a la ley, deben estar basados en una norma 

jurídica legítima. De la aplicación efectiva del Estado de Derecho96 se deriva la seguridad 

jurídica.  

Este principio es definido por el TC97 como la “suma de certeza y legalidad, jerarquía 

y publicidad normativa, irretroactividad de lo no favorable, interdicción de la arbitrariedad, 

pero que, si se agotara en la adición de estos principios, no hubiera precisado de ser formulada 

expresamente. La seguridad jurídica es la suma de estos principios, equilibrada de tal suerte 

que permita promover, en el orden jurídico, la justicia y la igualdad, en libertad”. 

Del mismo modo, el Alto Tribunal declara que el principio supone “la expectativa 

razonable fundada del ciudadano en cuál ha de ser la actuación del poder en aplicación del 

Derecho”98 y garantiza “la confianza que los ciudadanos pueden tener en la observancia y el 

respeto de las situaciones derivadas de la aplicación de normas válidas vigentes”99.  

La seguridad jurídica100 consiste en la persecución de la claridad y no la confusión 

normativa por parte del legislador, debiendo procurar que los operadores jurídicos y los 

ciudadanos sepan acerca de la materia sobre la que se legisla sin provocar situaciones 

objetivamente confusas.   

Teniendo en cuenta que en numerosas ocasiones la amnistía abarca periodos de tiempo 

muy amplios y exime la pena de varios delitos dando lugar a una alteración y modificación de 

situaciones que han sido consolidadas mediante Sentencias judiciales firmes, queda patente que 

la amnistía es una institución que afecta a la seguridad jurídica, provocando cierta confusión 

entre los operadores jurídicos y los ciudadanos. 

 
94 Así lo afirma el TC en la STC 27/1981, de 20 de julio, (FJ 10): “Los principios constitucionales invocados por 

los recurrentes: irretroactividad, seguridad, interdicción de la arbitrariedad, como los otros que integran el art. 

9.3 de la Constitución -legalidad, jerarquía normativa, responsabilidad- no son compartimentos estancos, sino 

que, al contrario, cada uno de ellos cobra valor en función de los demás y en tanto sirva a promover los valores 

superiores del ordenamiento jurídico que propugna el Estado social y democrático de Derecho”. 
95 “La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la 

irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la 

seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos”. 
96 La STC 234/2012, de 13 de diciembre, en su FJ 8 destaca que las exigencias del principio de seguridad jurídica 

son “todas ellas, consustanciales al Estado de Derecho y que, por lo mismo, han de ser escrupulosamente 

respetadas por las actuaciones de los poderes públicos, incluido el propio legislador. Es más, sin seguridad 

jurídica no hay Estado de Derecho digno de ese nombre”. 
97 STC 27/1981, de 20 de julio, FJ 10. 
98 STC 36/1991, de 14 de febrero, FJ 5. 
99 STC 147/1986, de 25 de noviembre, FJ 4. 
100 STC 46/1990, de 15 de marzo, FJ 4. 
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4. Artículo 14 Igualdad ante la Ley 

El artículo que a continuación se va a desarrollar genera cuestiones delicadas que 

suscitan grandes dificultades con numerosas vertientes por lo que, en este caso, no vamos a 

entrar a analizar todas ellas, sino que únicamente nos centraremos en aquellos aspectos que nos 

permitan dilucidar el objeto del trabajo.  

El artículo 14 establece la igualdad de todos los españoles ante la ley sin que pueda 

prevalecer discriminación alguna por razón de raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra 

condición personal o social.  

Nos encontramos ante un artículo que engloba la igualdad y la no discriminación, 

conceptos que, a falta de una definición clara por parte del legislador, han sido desarrollados 

por el Tribunal Constitucional a través de su doctrina 101 . Es el Alto Tribunal el que ha 

configurado su contenido, naturaleza y límites.  

La igualdad aparece regulada en tres preceptos constitucionales: en primer lugar, en el 

art. 1.1 donde la igualdad aparece como valor superior del ordenamiento jurídico; en segundo 

lugar, en el art. 9.2, que recoge el deber de los poderes públicos de promover condiciones de 

igualdad; y en último lugar en el art. 14, que reconoce la igualdad formal. 

 El primer problema que se ha planteado tiene que ver con la naturaleza jurídica102 del 

principio, es decir, si estamos únicamente ante un principio constitucional o si también es un 

auténtico derecho fundamental.  

A simple vista puede parecer que estamos ante un derecho fundamental al encontrarse 

encuadrado en el Título I de la CE que regula los derechos y deberes constitucionales. Sin 

embargo, no es tan sencillo. En un primer momento, el TC no entró a analizar de manera directa 

la naturaleza jurídica del mismo, si bien es cierto que en algunas ocasiones se ha configurado 

como un derecho subjetivo de la persona103. Pero ha sido la doctrina minoritaria, mediante votos 

particulares, los que mejor han expresado la naturaleza jurídica del mismo.  

La STC 75/1983 recoge un voto particular suscrito por cinco magistrados donde se pone 

de manifiesto que el art. 14 engloba la existencia de una triple dimensión: un principio general 

del Derecho de manera que cualquier excepción a él tiene que ser sometida a una interpretación 

restrictiva; un derecho subjetivo de todas las personas; un principio limitador de la acción de 

los poderes públicos, con especial incidencia en el ámbito de actuación del poder judicial. 

 
101 El art. 14 junto con el art. 24, ha sido el precepto más invocado frente a nuestro TC, permitiendo la elaboración 

de una amplia doctrina en torno al significado del principio de igualdad.  
102 ÁLVAREZ CONDE, E; TUR AUSINA, R: “Derecho Constitucional”, Tecnos, 2019. Págs. 304-320.  
103 La STC 49/1982 dispone: “El art. 14, al introducir el principio general de que los españoles son iguales ante 

la ley, establece un derecho subjetivo a obtener un trato igual, impone una obligación a los poderes públicos de 

llevar a cabo ese trato igual y, al mismo tiempo, limita al poder legislativo y a los poderes de los órganos 

encargados de la aplicación de las normas jurídicas”. De igual modo, la STC 8/1986 lo configura como un 

“derecho fundamental de la persona ano sufrir discriminación jurídica alguna, esto es, a no ser tratada 

jurídicamente de manera diferente a quienes se encuentran en una misma situación, sin que exista una justificación 

objetiva y razonable de esa desigualdad de trato”. 
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Parece evidente que una norma que va destinada a un determinado grupo de personas 

que cometieron un determinado delito vulnera claramente el art 14 que establece la plena 

igualdad ante la ley. 

 

5. Artículo 117 y 118 Independencia judicial 

La separación de poderes funciona como piedra angular en una democracia, evitando, 

de esta manera, cualquier abuso de poder que puedan realizar los diferentes órganos del Estado, 

constituyendo como independientes al Gobierno (ejecutivo), al Parlamento (legislativo) y a los 

Jueces y Magistrados (judicial). 

El proceso de independencia judicial frente al sometimiento histórico de la misma 

respecto del soberano tiene su origen en la Constitución de Cádiz de 1812. Esta Constitución 

imposibilitaba a los tribunales ejercer funciones distintas a las de juzgar y hacer ejecutar lo 

juzgado. De igual manera prohibía al Rey y a las Cortes desempeñar funciones jurisdiccionales.  

De los tres poderes que constituye el Estado, únicamente el judicial ha recibido la 

denominación de Poder en la Constitución. Ninguna de las anteriores constituciones utilizó tal 

denominación. La elección de este título por parte del constituyente denota la especial 

importancia que se quiso atribuir a este poder en el marco de la Constitución respecto del 

Gobierno y las Cortes Generales.  

En los artículos104 117 y 118 de la CE se regulan los integrantes del poder judicial, la 

posición que ocupan respecto de los demás poderes, su función jurisdiccional de manera 

exclusiva y la importancia de las sentencias y el resto de las resoluciones judiciales.  

El artículo105 117.1 y el 117.3 establece que: “1. La justicia emana del pueblo y se 

administra en nombre del Rey por jueces y magistrados integrantes del poder judicial, 

independientes, inamovibles y sometidos únicamente al imperio de la ley. (…) 3. El ejercicio 

de la potestad jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde 

exclusivamente a los juzgados y tribunales determinados por las leyes, según las normas de 

competencia y procedimiento que las mismas establezcan”. 

Lo que caracteriza el ejercicio de la función jurisdiccional distinguiéndolo del ejercicio 

de otras funciones públicas es la independencia y el sometimiento exclusivo al imperio de la 

ley que requiere.  

La independencia significa ausencia de jerarquía, ser independiente es no estar sometido 

jerárquicamente al poder de otra persona, ente u órgano al que debes obedecer. Aplicado esto a 

Jueces y Magistrados es como decir que no están sometidos a las órdenes de nadie, únicamente 

están sometidos al ordenamiento jurídico. 

 
104 “Una amnistía claramente inconstitucional” en Cremades & Calvo-Sotelo, 9 de enero de 2024. Recuperado en 

https://www.cremadescalvosotelo.com/insights/una-amnistia-claramente-inconstitucional/ 

105 DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, I.: “Artículo 117”, en Comentarios a la Constitución Española (Rodríguez-Piñero 

y Bravo Ferrer, M., Casas Baamonde, M. E.), Madrid, 2018, Tomo 2. Págs. 646-670; MARTÍ SÁNCHEZ, S.: 

“Sinopsis del Artículo 117”, en Congreso de los Diputados, diciembre, 2003; ROSADO IGLESIAS, G.: 

“Independencia y Responsabilidad Judicial” en Cuadernos de Derecho público, núm. 29, 2006. Págs. 60-76. 

https://www.cremadescalvosotelo.com/insights/una-amnistia-claramente-inconstitucional/
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De igual modo, solo los Juzgados y Tribunales pueden ejercer la potestad jurisdiccional. 

El legislador únicamente puede atribuir funciones jurisdiccionales a Juzgados y Tribunales, esto 

es, por ejemplo, que las Cortes Generales bajo ningún concepto pueden atribuirse a sí mismas 

determinadas funciones jurisdiccionales para enjuiciar determinados asuntos106.  

Aunque los jueces y tribunales estén sometidos únicamente al imperio de la ley no 

significa que el legislativo en el ejercicio de su función legislativa deba desconocer lo dispuesto 

en los demás artículos constitucionales, como el artículo 118.  

El artículo 118 sostiene que: “Resulta obligado cumplir las sentencias y demás 

resoluciones firmes de los jueces y tribunales, así como prestar la colaboración requerida por 

estos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto”. Nos encontramos ante un artículo 

de suma importancia a la hora de tener una eficaz administración de justicia. Además, evita 

cualquier acto del legislativo que pretenda dejar sin efecto las resoluciones judiciales.  

De acuerdo con estos dos preceptos, el Constituyente quiso situar a los jueces y 

magistrados en un mismo nivel que los demás poderes, e incluso, podríamos decir que un 

escalón por encima al otorgarle la denominación de Poder Judicial en la Constitución. No sólo 

eso, sino que otorga claramente y de forma exclusiva la potestad jurisdiccional a juzgados y 

tribunales evitando posibles invasiones del resto de poderes en el judicial. 

Con la amnistía no sólo se produciría una intromisión del legislativo en la función 

jurisdiccional exclusiva de juzgados y tribunales tal y como establece el artículo 117.3, sino 

que se produce, con igual o mayor magnitud, la intromisión del legislativo en la obligación de 

cumplir las sentencias al dejar sin efecto las medidas adoptadas por el poder judicial en el 

ejercicio de sus funciones107. 

La amnistía supone dejar sin efecto sentencias firmes dictadas conforme a los 

procedimientos establecidos por jueces y tribunales, funcionando como una excepción del 

artículo 118 de la CE. Esto es claramente inconstitucional, ya que nuestra Carta Magna no 

dispone ningún precepto que permita introducir excepciones al artículo 118, siendo este un 

obstáculo insuperable por ninguna ley.  

 

CAPÍTULO V LA AMNISTÍA EN LA JURISPRUDENCIA 

 

El último aspecto por analizar en este trabajo versa sobre la jurisprudencia emanada del 

TS y del TC acerca de la amnistía. Aunque son escasos los pronunciamientos sobre la materia, 

debemos tenerlos en cuenta a la hora de estudiar, entender y pronunciarnos sobre esta figura.  

 
106  No en todos los países ocurre lo mismo. Encontramos ordenamientos en los que no rige este principio de 

excepción jurisdiccional. En muchos países europeos existe una justicia administrativa ejercida por órganos que, 

aunque tengan independencia, forman parte del legislativo. Otros ordenamientos otorgan a la cámara parlamentaria 

ejercer de manera excepcional funciones jurisdiccionales, como puede ser juzgar al Presidente. Sin embargo, el 

constituyente español optó por este estricto principio de reserva jurisdiccional, siendo una de las razones evitar 

extralimitaciones de los demás poderes del Estado. 
107 Tal y como establece el propio TC en la STC 147/1986 (FJ 4): “4.a (…) Ello sucede porque la amnistía que se 

concede altera situaciones que han sido consagradas por Sentencias judiciales firmes, provistas del valor de cosa 

juzgada (art. 118 CE) (…)”. 
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A continuación, señalaremos aquellas sentencias que pueden llegar a tener una mayor 

importancia respecto a la amnistía.  

 

I. Tribunal Supremo 

1. Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TS, de 20 de noviembre de 2013 

(Rec. 13/2013) 

A pesar de que la amnistía solo puede ser controlada por el TC, el TS ha hecho alguna 

referencia a la misma a través de recursos interpuestos contra indultos otorgados, como es el 

caso.  

Nos encontramos ante un recurso de casación interpuesto contra un indulto 108  por 

incumplimiento de elementos reglados en la concesión del indulto, existencia de arbitrariedad 

e infracción de los artículos 9.3, 10.1 y 103.1 de la CE. que fue otorgado a un sujeto condenado 

por un delito de conducción con grave desprecio hacia la vida de los demás, en concurso con 

otras infracciones penales.  

De esta sentencia debemos destacar el fundamento jurídico sexto. En este apartado, la 

sala del TS razona la configuración constitucional de indulto y las consecuencias derivadas del 

mismo declarando de manera determinante que “La CE, según hemos expresado, ha reconocido 

el derecho de gracia en los términos establecidos en el art. 62; esto es, limitado, pues, a los 

indultos particulares, el excluirse del derecho de gracia tanto los de carácter general (art. 62 

i CE), como la amnistía”. 

Es decir, el TS entiende que, de los límites establecidos sobre el ejercicio del derecho 

de gracia en la constitución, donde se permite la concesión del indulto particular y se prohíbe 

el indulto general, se desprende la exclusión de la amnistía.  

 

II. Tribunal Constitucional109 

1. Auto del TC 32/1981, de 25 de marzo 

Este auto es consecuencia de una solicitud de amparo con el fin de extender los efectos 

del indulto general otorgado por el Real Decreto 2490/1975, de 25 de noviembre, en favor del 

recurrente110 posterior a la entrada en vigor de la Constitución de 1978.  

El recurso de amparo fue inadmitido alegando lo siguiente: “La aplicación de medidas 

generales de gracia… prohibidas hoy por norma constitucional expresa artículo 62, i de la 

 
108 Real Decreto 1668/2012, de 7 de diciembre. El indulto fue concedido a un sujeto condenado por un delito de 

conducción con grave desprecio hacia la vida de los demás, en concurso con otras infracciones penales. 
109 REDONDO HERMIDA, A.: “La amnistía en la doctrina de los tribunales españoles”; RUIZ ROBLEDO, A.: 

“¿Respalda el Tribunal Constitucional la amnistía?” en La amnistía en España: Constitución y Estado de Derecho 

(Aragón, M., Gimbernat, E., Ruiz Robledo, A.), Colex, 2024. Págs. 149-159. 
110 El sujeto fue condenado a la pena capital por STS por un delito de asesinato. Sin embargo, el propio tribunal, 

debido a la edad del convicto y la inexistencia en la conducta delictiva de motivos especialmente abyectos y 

deshonrosos, propuso al Gobierno la conmutación de la pena de muerte por la de reclusión mayor.  
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Constitución… una Constitución (la de 1978) que instaura un orden jurídico-político dentro 

del que carecen de sentido y resultan inadmisibles estas medidas generales de gracia”. 

Como podemos observar, la resolución hace referencia a un indulto general concedido 

antes de la entrada en vigor de la Constitución de 1978, sin embargo, este razonamiento es de 

suma utilidad.  

Al principio del trabajo explicamos como histórica y jurídicamente, en España, la 

amnistía se considera medida de gracia111, además, la debemos entender como medida general 

de gracia112. Si esto lo ponemos en contexto con el razonamiento del tribunal, debemos entender 

que la amnistía carece de sentido y resulta inadmisible en nuestra constitución y en el orden 

jurídico-político en el que vivimos.  

 

2. STC 63/1983, de 20 de julio 

La sentencia que se cita resuelve un recurso de amparo113 interpuesto por la Asociación 

de Aviadores de la República. El litigio no trata de resolver la conformidad de la amnistía con 

la Constitución de 1978, sino que resuelve la pretensión de si la distinción que hacia la ley de 

amnistía entre civiles y militares era compatible con la Constitución y el principio de 

igualdad114.  

Aun no versando el pleito sobre la constitucionalidad o no de la amnistía, el Tribunal 

expone que “la amnistía responde así a una razón de justicia, como exigencia derivada de la 

negación de las consecuencias de un Derecho anterior”.  

Es decir, sin entrar a valorar si la amnistía es o no compatible con la Constitución 

vigente, debemos entender que para la aplicación de esta medida debe de darse una situación 

provocada por una norma anterior cuyas consecuencias exijan la utilización de una norma 

excepcional fundamentada en un ideal de justicia.  

 

3. STC 147/1986, de 25 de noviembre 

Tiene su origen en la acumulación de diferentes cuestiones de inconstitucionalidad 

interpuestas contra la Ley 1/1984, de 9 de enero, de modificación de la Ley 46/1977 y, es lo 

más cercano a un control jurisdiccional sobre una ley de amnistía posconstitucional. 

 
111 En este sentido, el Real Decreto-Ley 10/1976, de 30 de julio, de amnistía, en su artículo 5 apartado segundo 

establece la amnistía como una medida de gracia.  
112 Artículo 4, apartado segundo del Real Decreto-Ley 19/1977, de 14 de marzo, sobre medidas de gracia. 
113 Los recurrentes pretendían que se ampliase la amnistía a aquellas personas que habían accedido al ejército 

republicano a partir del 18 de junio de 1936, reconociéndose los nombramientos realizados por el Gobierno durante 

la República y las consecuencias económicas derivadas de las mismas. En definitiva, pretendían que la amnistía 

se aplicara de la misma manera que a los funcionarios civiles.  
114 Finalmente, el TC desestimó el recurso indicando que no se había vulnerado el principio de igualdad ante la 

ley. 
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Debemos puntualizar dos aspectos115; el primero de ellos es que pormenoriza algunos 

aspectos de la Ley de 1977, esto son aspectos previos a la instauración de la Constitución de 

1978 y la implantación del Estado Social y Democrático de Derecho que la misma declara; el 

segundo es que con esta ley no se materializa el ejercicio de la facultad de gracia. Aun así, esta 

sentencia es de gran ayuda para el objeto de este trabajo ya que realizan un acercamiento al 

fenómeno de la amnistía para poder resolver el problema planteado.  

El Alto tribunal define116 la amnistía como una herramienta jurídica fundamentada en 

un ideal de justicia cuyo objetivo es eliminar las consecuencias de la aplicación de una 

determinada norma rechazada en la actualidad por ser contraria a los principios inspiradores de 

un nuevo orden político.  

En determinados casos en los que el Estado aparece involucrado como poder público, 

la amnistía supone la derogación retroactiva de la norma, extinguiéndose las restricciones que 

sufrió el derecho o libertad que se vio afectado. Nos encontramos pues, ante un fenómeno 

complejo, aunque su ejercicio se reduzca a una facultad estatal. 

Más adelante117, los magistrados exponen que, aunque no procede detenerse a analizar 

la constitucionalidad o no de la amnistía en las relaciones privadas, está claro que una 

institución de este género afecta al principio de seguridad jurídica consagrado en el art. 9.3 de 

la CE.  

La concesión de una amnistía modifica las situaciones establecidas por sentencia firme, 

provistas del valor de la cosa juzgada (art. 118 de la CE). Estas modificaciones que sufren los 

ordenamientos jurídicos pueden afectar a la seguridad jurídica, si esta la entendemos como la 

confianza que pueden tener los ciudadanos hacia el cumplimiento y el respeto de las situaciones 

que se derivan de la aplicación de normas válidas y vigentes.  

Para terminar, debemos de entender que, aunque la amnistía implica un juicio crítico118 

sobre toda una etapa histórica eliminado los efectos negativos de ciertas leyes emanadas durante 

su transcurso, esos actos que se pretenden suprimir fueron lícitos cuando se realizaron al existir 

una ley que los amparaba y una legitimidad manifestada por los Tribunales de Justicia cuando 

les tocó valorarla. 

Esto último, si lo ponemos en contexto junto con la definición aportada por el propio 

Tribunal, viene a decir que la amnistía utilizada como medida de justicia y de paz debe de ir 

acompañada de una derogación retroactiva de la norma que, en su momento fue legal, pero que, 

en la actualidad, vulnera los valores y principios establecidos. Y esto debe hacerse 

independientemente de si nos encontramos en un proceso de transición hacia un nuevo régimen 

político o si nos encontramos en un Estado Social y Democrático de Derecho, siempre y cuando 

esta medida excepcional respete y no vulnera lo establecido en la Carta Magna.  

Al no tener una doctrina que haga referencia expresa sobre una ley de amnistía aprobada 

durante el periodo constitucionalista y, teniendo en cuenta que los pronunciamientos se limitan 

 
115 El Alto tribunal así lo declara en la propia sentencia al decir que se trata de una ley “que no tiene sentido 

autónomo, sino que puntualiza algunos aspectos discutidos del régimen jurídico de la Ley de 1977, en la que 

verdaderamente se materializa el ejercicio de la facultad de gracia”. 
116 Fundamento Jurídico Segundo. 
117 Fundamento Jurídico Cuarto, apartado a). 
118 Fundamento jurídico Cuarto, apartado c). 
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a determinados efectos de la ley 46/1977, la jurisprudencia existente es interpretada según el 

autor119.  

En conclusión, las sentencias citadas no entran a valorar y resolver la constitucionalidad 

o no de la amnistía, pero, analizando sus razonamientos, parecen mostrar una posición 

desfavorable sobre la constitucionalidad de esta. 

 

CAPÍTULO VI LA LEY ORGÁNICA 1/2024, DE 10 DE JUNIO, DE AMNISTÍA 

PARA LA NORMALIZACIÓN INTITUCIONAL, POLÍTICA Y SOCIAL EN 

CATALUÑA 

 

En este último capítulo vamos a realizar un pequeño análisis de la reciente ley de 

amnistía aprobada en las Cortes Generales y que tanto debate ha suscitado. 

El pasado 11 de junio de 2024 se publicó en el BOE la Ley de amnistía con el objetivo 

de poner fin al procés en Cataluña. Todos sabemos que esto no es cierto. Al revés de lo que se 

nos cuenta, la verdad es que nos encontramos ante un pacto político por el que un grupo de 

personas reciben inmunidad a cambio de sus 7 votos para seguir manteniendo en el gobierno al 

actual Presidente. 

Lo primero que debemos destacar de la ley es su amplia exposición de motivos, de 

dieciocho páginas que la componen, diez van dedicadas exclusivamente a motivar su 

constitucionalidad, algo que nos hace pensar justamente lo contrario. 

La exposición de motivos comienza diciendo que “Esta facultad legislativa se configura 

en el ordenamiento como un medio adecuado para abordar circunstancias políticas 

excepcionales (…). Es, por tanto, una institución que articula una decisión política mediante 

una ley aprobada por el Parlamento como expresión del papel otorgado por la Constitución a 

las Cortes Generales”.  

Como hemos analizado, en ningún momento nuestra Constitución otorga una facultad 

legislativa a las Cortes que sirva como mecanismo para resolver conflictos políticos. El artículo 

1 de la Constitución establece un Estado democrático y de derecho, por lo que debemos 

entender que cualquier conflicto que pueda surgir debe ser resuelto por los tribunales tal y como 

se establece en el artículo 117 de la Constitución. 

Posteriormente declara que a lo largo de nuestra historia la amnistía ha sido utilizada en 

numerosas ocasiones, haciendo especial referencia a la Ley de amnistía de 1977. Este 

argumento es totalmente inválido. Si lo que estamos tratando es la constitucionalidad, o no, de 

 
119 REDONDO HERMIDA, A.: “Amnistía inviable: el Auto del Tribunal Constitucional 32/1981” Op. cit. “El 

Tribunal Constitucional sostiene en ese Auto una posición contraria a la constitucionalidad de cualquier nueva 

amnistía, sin perjuicio de la plena validez de la Ley adoptada durante la Transición, en octubre de 1977”; RUIZ 

ROBLEDO, A.: “¿Respalda el Tribunal Constitucional la amnistía?” Op. cit. “(…) tampoco me parece que exista 

una jurisprudencia clarísima estableciendo que siempre y en todo caso la Constitución prohíba una ley de 

amnistía. Simplemente no hay jurisprudencia del Tribunal Constitucional porque nunca se le ha presentado una 

ley de amnistía posconstitucional”; MARTÍN PALLÍN, J.A.: “La amnistía: es constitucional, es democrática y es 

necesaria”, en elDiario.es, 5 de agosto de 2023, en relación a la STC 147/1986: “Evidentemente, la sentencia 

declara inconstitucional la ley porque afecta a relaciones laborales privadas, pero no descarta la concesión de 

una amnistía que implique un juicio crítico sobre toda una etapa histórica”. 
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una amnistía conforme a la actual Carta Magna, ¿qué tiene que ver una norma aprobada antes 

de la entrada en vigor de la Constitución de 1978?  

La propia exposición de motivos declara que “El contexto jurídico y político en el que 

se aprueba esta amnistía es muy diferente de aquel en el que se aprobaron las dos últimas 

normas que implementaron esta medida en nuestro país: el Real Decreto-ley 10/1976, de 30 de 

julio, sobre amnistía, y la Ley 46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía”.  

Seguidamente se afirma que “las Cortes Generales acuden de nuevo a un mecanismo 

constitucional que refuerza el Estado de Derecho (…). Así, esta amnistía no puede interpretarse 

como un alejamiento de nuestro marco legal”.  

En ningún momento la Constitución recoge la amnistía ni cualquier otro mecanismo 

constitucional parecido a la misma, únicamente el indulto particular, y como ya estudiamos, 

hay claras diferencias entre las dos figuras. Además, parece difícil afirmar que una norma como 

amnistía que condona y olvida delitos de terrorismo y malversación de fondos públicos a un 

determinado grupo de personas refuerce el Estado de Derecho y suponga un acercamiento en 

nuestro marco legal. 

Mas adelante, los proponentes de la norma entienden que el constituyente de 1978 no 

prohibió la amnistía, entre otras razones, porque supondría la automática derogación de esta. 

Esto es totalmente falso. Si bien es cierto que todas las normas aprobadas antes de 1978 deben 

de respetar los valores y principios de la Constitución, también es cierto que el artículo 9.3 

establece “la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables”.   

La derogación de la amnistía de 1977 supondría la reinstauración de los delitos 

condonados, causando un grave perjuicio a todos aquellos que se beneficiaron de la norma 

vulnerando el artículo 9.3 de la Constitución. Del mismo modo, volvemos a decir que aquella 

amnistía se aprobó bajo un contexto jurídico y político distinto al actual. 

Continúa argumentando que “(…). De esta manera, a quien se halla legitimado para 

tipificar o destipificar una determinada conducta se le reconoce, en lógica consecuencia, la 

facultad de amnistiar esos mismos hechos sin otros límites que los que directamente dimanen 

de la Constitución”. 

De este fragmento se desprende una grave confusión entre derogación y amnistiar. 

Efectivamente las Cortes Generales pueden introducir o derogar conductas delictivas, pero en 

ningún caso puede excepcionar su aplicación.  

La derogación supone un beneficio al conjunto de la ciudadanía, ya que ese delito que 

se suprime no va a afectar a ninguno de los españoles, por el contrario, amnistiar significa 

excepcionar la aplicación de un delito a un determinado número de personas, pero el delito 

sigue vigente para el resto de los ciudadanos, vulnerando el principio de igualdad ante la ley 

recogido en el artículo 14. Por lo tanto, no existe analogía entre derogación y amnistiar.   

Se declara que “la amnistía no afecta al principio de separación de poderes ni a la 

exclusividad de la jurisdicción prevista en el artículo 117 de la Constitución porque, como reza 

su propio texto, el Poder Judicial está sometido al imperio de la ley y es precisamente una ley 

con valor de orgánica (…)”. 
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Como hemos examinado, la aprobación de una norma por parte del legislativo que busca 

enjuiciar unos actos producidos en un determinado periodo de tiempo y excepcionar la 

obligación de cumplir las sentencias y demás resoluciones judiciales, vulnera dos preceptos 

constitucionales, el artículo 117 y el artículo 118 convirtiendo la norma en inconstitucional 

El hecho de que el Poder Judicial esté sometido al imperio de la ley no quiere decir que 

quede sujeto a una ley orgánica contraria a nuestra Carta Magna. De hecho, es por la clara 

vulneración de preceptos y principios constitucionales por lo que los jueces y magistrados van 

a interponer cuestión de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional y cuestión 

prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea al entender que la norma va en 

contra del Derecho de la Unión.  

El preámbulo también recoge varias sentencias emitidas por nuestros tribunales con el 

fin de justificar la legalidad de la norma. Algunas de esas sentencias se han estudiado en el 

presente trabajo concluyendo que, aunque no entran a valorar y resolver la constitucionalidad 

o no de la amnistía, sus razonamientos parecen mostrar una posición contraria a la legalidad de 

esta. Un razonamiento totalmente contrario al descrito en las consideraciones.  

Para finalizar con la exposición de motivos, se explica que “Se ha venido reconociendo 

implícitamente en nuestro ordenamiento jurídico que, con normalidad, incorpora en distintos 

preceptos la figura de la amnistía. Entre la legislación estatal cabría destacar, por ejemplo, el 

artículo 666.4.ª del Real Decreto de 14 de septiembre de 1882 por el que se aprueba la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal, donde se prevé la amnistía como una de las causas que obligan al 

sobreseimiento”. 

De la lectura de este párrafo se desprende que es la Constitución la que se debe 

interpretar conforme a las normas anteriormente aprobadas, pero esto no es así, son las normas 

las que deben ser interpretadas conforme lo establecido en la Constitución. De este modo, 

aunque la Ley de Enjuiciamiento Criminal prevea la amnistía como una causa que obliga al 

sobreseimiento no quiere decir que la amnistía sea constitucional. Dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico existe una jerarquía de normas, donde la Constitución está por encima 

de todas las demás leyes dictadas.  

En segundo lugar, vamos a comentar el primer artículo de la ley, que es el de mayor 

trascendencia. En este precepto se fija el ámbito temporal y las conductas delictivas que van a 

ser amnistiadas.  

Por un lado, nos encontramos con un marco temporal que va desde el 1 de enero de 2012 

al 13 de noviembre de 2023. Esto supone un espacio de tiempo extremadamente amplio, el cuál 

puede causar confusión tanto en los jueces y magistrados como en la ciudadanía vulnerando, 

por tanto, el principio de seguridad jurídica regulado en el artículo 9.3 de la Constitución. 

Por otro lado, se perdonan dos delitos que llaman especialmente la atención, como son 

el delito de terrorismo y el de malversación de fondos públicos  

Se amnistían los actos de terrorismo que no hayan causado intencionalmente violaciones 

graves de derechos humanos o, como lo denominan los promotores de la ley, terrorismo “light”. 

Partiendo de la base de que cualquier acto de terrorismo está penado, el hacer una distinción 

entre diferentes tipos de terrorismo es una aberración y un insulto para aquellas personas que 



La amnistía en el ordenamiento jurídico español 

38 
 

fueron víctimas de tales actos y más en un país como España que durante muchos años sufrió 

terribles consecuencias producidos por la banda ETA. 

De igual modo se amnistía la malversación de caudales públicos, siempre y cuando el 

responsable no se haya lucrado personalmente. Esto es que, si el culpable usó dinero público 

para causas que no le proporcionaban un lucro directo, un lucro personal, queda amnistiado. 

Nos encontramos ante un artículo claramente destinado a todos los políticos y personas que 

utilizaron dinero público, no para enriquecerse personalmente, sino para realizar un referéndum 

inconstitucional. 

En definitiva, estamos ante una ley que pretenden perdonar a aquellas personas que 

dieron un golpe de Estado, cometieron actos terroristas y malversaron fondos públicos a cambio 

de siete votos, los necesarios para seguir siendo Presidente del Gobierno de España.  

 

CONCLUSIÓN 

 

Como hemos podido observar, la amnistía trae consigo importantes consecuencias, no 

solo sociales, sino también jurídicas. Una ley que condona y hace olvidar los delitos cometidos 

supone un gran riesgo para una sociedad que vive en un Estado social y democrático de derecho, 

y eso es lo que he querido transmitir con la realización de este trabajo. En consecuencia, 

podemos extraer varias conclusiones. 

En primer lugar, la amnistía supone una declaración por parte del legislativo, en nombre 

del Estado, por la que modifica la decisión de considerar ilícitas determinadas conductas que 

han sido realizadas por un grupo de ciudadanos en un periodo de tiempo definido. Es decir, se 

trata de una confesión por parte del Estado de que determinadas normas se han aprobado de 

manera ilícita, bajo un sesgo ideológico, dirigidas a un determinado grupo de ciudadanos.  

La amnistía, a diferencia del indulto (medida de gracia que condona la pena, pero 

mantiene la comisión del delito), elimina todas las consecuencias derivadas de la conducta 

delictiva amnistiada, cesando la actividad de persecución policial, se paralizan los 

procedimientos penales en curso, se cancela el cumplimiento de la pena impuesta y se anulan 

los antecedentes penales.  

En segundo lugar, y una vez realizado el estudio de varios artículos de nuestra 

Constitución podemos afirmar que la aprobación actual de una ley de amnistía supone la 

violación de varios principios, valores y preceptos de nuestra Constitución, siendo claramente 

incompatible con nuestro Estado de derecho. 

Son numerosas las personas que entienden que todo aquello que no esté prohibido en la 

Constitución está permitido, pero esto no es del todo cierto. Esta máxima únicamente se cumple 

respecto de los ciudadanos, es decir, desde un punto de vista legal, todo aquello que no se nos 

prohíbe lo tenemos permitido. Sin embargo, este argumento es una barbaridad si lo aplicamos 

al Estado.  

Para evitar que el Estado y los poderes que lo componen abusen de sus amplias 

prerrogativas, la Constitución le otorga una serie de competencias específicas de las cuales no 
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puede salirse. La Constitución funciona como un verdadero límite, un contrapoder frente a los 

posibles abusos que pueda cometer el Estado. 

Por lo tanto, que la amnistía no esté expresamente prohibida en nuestra constitución no 

quiere decir que esta la permita. De la Constitución pueden derivarse prohibiciones implícitas; 

por ejemplo, el canibalismo no está expresamente prohibido, pero se entiende que es 

inconstitucional por vulnerar varios principios y preceptos constitucionales, de igual modo el 

derecho de autodeterminación no está expresamente prohibido, pero entendemos que es 

contrario a la Constitución por atentar, entre otros, contra la unidad nacional. 

Es inconstitucional por vulnera los principios de igualdad y seguridad jurídica. Una 

norma que otorga inmunidad a un determinado grupo de personas por las conductas 

antijurídicas que hubieran realizado supone situar a los beneficiados de la ley en un lugar 

privilegiado. Además, genera una situación de desconfianza de la ciudadanía al dejar sin efecto 

leyes y sentencias dictadas por el poder judicial.  

Es contraria a nuestra Constitución por atentar contra el Estado social y democrático de 

derecho. La aprobación de una amnistía supone una trasgresión clara de la separación de 

poderes donde el legislativo decide enjuiciar y revocar situaciones y sentencias firmes dictadas 

por los juzgados y tribunales vulnerando el principio de exclusividad jurisdiccional y la 

obligatoriedad de cumplir las sentencias y resoluciones dictadas por el poder judicial. 

En tercer lugar, si la simple figura de la amnistía atenta claramente contra la 

Constitución, la Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio, de amnistía para la normalización 

institucional, política y social en Cataluña que ha sido publicada en el BOE, es aún peor que 

una simple amnistía.  

Una ley cuya exposición de motivos es más larga que la propia norma y se dedica única 

y exclusivamente a argumentar su constitucionalidad hace pensar justamente lo contrario. 

Amnistía delitos tremendamente graves como son el terrorismo “light” y la malversación de 

fondos públicos cometidos durante un amplio periodo de tiempo. además, todos sobemos que 

su objetivo no es la normalización institucional, política y social en Cataluña, sino un 

intercambio de votos por inmunidad. 

Su aprobación supone instaurar un precedente muy importante y peligroso. Estamos 

aceptando la idea de que vivimos en un estado opresor donde se han aprobado una serie de 

normas que van contra un determinado grupo de personas únicamente por su ideología y su 

manera de pensar. Del mismo modo, esto supone aceptar que nuestro poder judicial prevarica 

al dictar resoluciones siguiendo un sesgo político e ideológico en vez de actuar de manera 

independiente vulnerando el juramento Constitucional que realizaron. 

Sin embargo, aún le queda un largo recorrido para su aplicación. Será recurrida ante el 

Tribunal Constitucional y el Tribunal de Justicia de la Unión Europea y todo ello por las graves 

consecuencias que puede tener para nuestro Estado de derecho. 

En conclusión, la amnistía es una prerrogativa de gracia que a lo largo de nuestra historia 

no se le ha dado un uso correcto. Admitir que la amnistía es plenamente constitucional y que 

respeta los valores y principios recogidos en nuestra Carta Magna supone afirmar que vivimos 

en un Estado fallido donde ha habido una represión política hacia un grupo determinado de 

ciudadanos por el simple hecho de pensar diferente.  
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 Si de verdad nuestra actual clase política piensa que la amnistía es una herramienta útil 

para la resolución de lo que denominan “conflictos políticos”, tienen que hacer una reforma 

constitucional que permita una excepción a todos y cada uno de los principios y preceptos que 

se ven vulnerados por la amnistía y una ley orgánica que regule su utilización como ocurre con 

el indulto.  
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